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(Asiste una delegación de la Asociación de Informáticos Judiciales) 
SEÑOR PRESIDENTE (Pardiñas).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 24) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de Informáticos Judiciales, 
integrada por el ingeniero Horacio Vico, Presidente, el licenciado Guillermo Colo y el analista en 
computación Gabriel Espíndola. Queremos que sepan que hemos recibido la nota y el material que nos 
enviaron. 


SEÑOR VICO.- Presido la Comisión Directiva de la Asociación de Informáticos del Poder Judicial. 


Venimos a plantear a la Comisión dos temas de cara a la Rendición de Cuentas. 


Uno de ellos es la regularización de algunos compañeros que integran la División Tecnología, como nosotros, 
y que están realizando tareas con un cargo que no corresponde a esta situación. 


Como sabrán, desde hace varios años, el Poder Judicial viene invirtiendo fuertemente en informática. En 
2003, hizo una contratación importante de personal técnico con el objetivo de eliminar tercerizaciones, que 
en ese momento eran muchas. Además, se cortaron contratos que no se podían pagar. Así, se contrató a una 
cantidad importante de profesionales y técnicos informáticos para desarrollar software dentro del Poder 
Judicial. Esto aumentó fuertemente la demanda de servicio de soporte, es decir, de mesa de ayuda, que es el 
lugar en el que se atienden los llamados de los funcionarios judiciales cuando tienen algún problema con los 
PC. A su vez, el cargo Operador PC del escalafón administrativo tiene alguna formación básica en operación 
de PC, pero no es un técnico informático en sí mismo 


Ante tal crecimiento de la demanda y la ausencia de los recursos para contratar personal técnico en el 
escalafón R), que es el de informática, en 2006, la Suprema Corte de Justicia, a través de la reestructura de 
cargos establecida en la circular N* 55/2006, ordenó a quienes ocupaban el cargo de "Operador PC" en los 
Juzgados que lo dejaran vacante y optaran entre pasar al escalafón administrativo con el cargo de 
Administrativo Il, o a la División Tecnología a prestar servicios técnicos. 


Obviamente, como estas personas no eran profesionales ni técnicos en informática, masivamente renunciaron 
al cargo de "Operador PC" y pasaron al de Administrativo II. Entonces, la Suprema Corte de Justicia tomó 
estos 12 cargos e hizo un concurso para nombrar a 12 personas, con las mismas bases que un concurso de 
Técnico II del escalafón R), que es el de informática. Así empezaron a trabajar estos 12 compañeros sin 
conocer esta situación. Hasta el día de hoy, cumplen funciones en mesa de ayuda a la par de otros 
compañeros que tienen el cargo del escalafón R), técnico Il. El salario es sensiblemente menor, pero cumplen 
exactamente la misma tarea y tienen el mismo perfil. 


La Suprema Corte de Justicia reconoció este problema y lo manejó como una solución temporal a la falta de 
recursos que luego iba a regularizar, pero nunca lo hizo. 


Estos compañeros tienen el problema salarial, y otro, aún peor: no pueden participar en los concursos 
internos de ascenso porque no integran el escalafón de informática, y en las bases, se especifica que para 
ascender a Técnico I hay que ser Técnico Il. 


Entonces, se genera esta inequidad en personas que están haciendo la misma tarea con distinta remuneración. 


El segundo asunto es gravísimo, y se va incrementando con el tiempo: la rotación de personal. En base al 
crecimiento que ha tenido la División Tecnología del Poder Judicial y a la cantidad de proyectos, hoy somos 
más de 50 informáticos. Como saben, la informática es un rubro con desempleo cero en el Uruguay; hay falta 
de técnicos calificados. Entonces, constantemente, perdemos buenos profesionales en el Poder Judicial a 
manos de privados u otros organismos, en general, recaudadores, que tienen la posibilidad de pagar mejores 
salarios. 


Se da algo insólito, que no ocurre con ningún otro escalafón: se llama a concurso abierto, se publica en el 
diario con un aviso grande y vistoso, y no se logra cubrir las vacantes. En el último concurso, de siete 
vacantes, solo se pudieron cubrir tres. Este es un tema estrictamente salarial, porque el salario no es atractivo 
frente a otros empleos privados. 


Entonces, planteamos que, de alguna forma, se intente hacer más atractivo ese salario para que no se dé esta 
situación. Y la solución es una herramienta que ya tienen los demás funcionarios judiciales, que se llama 
prima por rendimiento. Es una prima que va atada a las calificaciones. Nosotros somos calificados como 
todos los demás funcionarios, pero nuestra calificación no surte ningún efecto sobre el salario. Los demás 
funcionarios, de acuerdo con su rendimiento, obtienen un beneficio adicional en su salario. Nosotros 
podemos tener de 1 a 50 puntos, pero el funcionario que tenga 1 punto percibe lo mismo que otro que tenga 
50. Esto es una prima que va del 10% al 15% del sueldo. Nosotros fuimos excluidos explícitamente en la ley 
de creación de nuestro escalafón, la Ley_N* 17.296, en su artículo 453. 


Consideramos que si se eliminara esa restricción, podríamos hacer que los salarios fueran más atractivos. 


Concretamente, planteamos agregar dos artículos al Mensaje del Poder Judicial que fueron planteados a las 
autoridades judiciales. Nosotros nos reunimos con la Suprema Corte de Justicia y con la Dirección General, 
pero nuestro planteo no fue recogido. Entonces, solicitamos a la Comisión reasignar fondos ya votados. Los 
dos planteos que hacemos tienen gasto cero. Ya se votó para el año 2012 una suma importante de dinero para 
nuevas contrataciones para los años 2013 y 2014. Lo que estamos planteando para 2012 es reasignar 
parcialmente esa suma, que es de $ 4:400.000, para solucionar la transformación de los cargos de estos 
compañeros, que son operadores PC, en Técnico II, lo que implica alrededor de $ 2:000.000. 


Mal podemos pensar en contratar nuevos recursos, cuando no estamos pudiendo llenar las vacantes. Además, 
queremos resaltar que, más allá de los proyectos importantes que está llevando a cabo el Poder Judicial, no 
hay una estimación concreta de los cargos que se requieren para cada año. Se pidió un monto de dinero para 
cubrir las necesidades en la medida en que se requiera; es decir que, si se toma cierta cantidad de ese dinero, 
no quedarán proyectos sin cumplir. 


Entonces, lo que pedimos es reasignar parte de ese dinero en 2012 y solucionar el problema de los 
Operadores PC. En 2013, que tiene asignada una cifra del entorno de los $ 6:000.000, proponemos solucionar 
el segundo problema que planteamos de la prima por rendimiento. En definitiva, estamos proponiendo una 
reasignación de recursos con fondos votados para informática, no para ningún otro rubro o escalafón del 
Poder Judicial. De este modo, quedaríamos con un salario un poco más atractivo, que disminuiría el 
problema de la rotación, y terminaríamos con la injusticia que sufren estos compañeros que hacen una tarea 
igual a la de otros y perciben un salario inferior. 


Vamos a dejar en poder de la Comisión nuestra solicitud, y la circular mediante la cual la Corte solicita a los 
Operadores PC dejar su cargo vacante en el año 2006. Además, vamos a proporcionarles las bases de 
concurso para Operador PC y Técnico II, que muestran algún caso insólito como pedir mayores requisitos 
para Operador PC que para un Técnico Il, que gana más. Se pedía un título de ingeniero o licenciado analista 
para Operador PC y dos años aprobados en el caso de Técnico II. Dejamos también a consideración de la 
Comisión los proyectos de artículos. 


SEÑOR BERNINL.- Ha sido muy claro el planteo y han traído una propuesta que tiene la inteligencia 
de que no implica más gasto. Esto no significa que pueda prosperar; simplemente la estoy calificando. 


De todas maneras, me interesa saber cuál es el sueldo que está definido para las categorías que ustedes están 
planteando, tanto de Técnico 1 como de Técnico II. Me parece un dato de la realidad importante, porque 
ustedes han constatado que, ante llamados públicos, aparentemente, el sueldo no tiene el atractivo necesario 
en el mercado para encontrar gente interesada en ingresar a trabajar. 


SEÑOR IBARRA.- Próximamente, vamos recibir la visita de las autoridades del Poder Judicial y, sin 
duda, los legisladores vamos a plantear este tema y las dos modificaciones que ustedes proponen 
redactadas como aditivos. 


Ustedes hablan de una partida de $ 4:400.000 para 2012 y de algo más de $ 6:062.000 para 2013. ¿Cuánto 
necesitarían de esas sumas para que se tengan en cuenta los planteamientos que realizan? 


Por otra parte, más allá de que se han hecho llamados y hay dificultades para conseguir funcionarios en esta 
área, ¿saben si se ha utilizado algo de esa partida? 


Por último, ¿a cuántos funcionarios correspondería ese beneficio que están planteando? 


SEÑOR ABDALA.- Hace unos días, tuvimos conocimiento de este tema, porque los funcionarios aquí 
presentes conversaron al respecto con el señor Diputado Otegui, que nos trasladó los antecedentes y 
hoy no puede estar presente porque están en Paysandú. 


Quiero dejar la constancia de que el planteo nos parece muy sensato. Está realizado con seriedad y con 
responsabilidad. Mi consulta va en el mismo sentido de la que acaba de formular el señor Diputado Ibarra. La 
Suprema Corte de Justicia ha remitido un Mensaje, como es de rigor en estas instancias presupuestales, y me 
gustaría saber qué expectativas podemos tener en relación con la consulta que vamos a hacer a sus Ministros. 


Al mismo tiempo, no sé si este tema se arrastra desde la Ley de Presupuesto; estaba tratando de hacer 
memoria, pero no recuerdo si en la instancia del año pasado esto se planteó o vino en el Mensaje del Poder 
Judicial. 


SEÑOR VICO.- El último llamado -que, como comenté, fue para llenar siete vacantes y solo se 
cubrieron tres- fue para Técnico I, que tiene un salario líquido de $ 7.000. Ha habido llamados 
recientes para administrativos, a los que se presentaron cinco mil personas, pero, en este caso, no se 
pudieron cubrir siete vacantes. 


Con respecto al estado de la negociación con la Suprema Corte de Justicia, en lo que refiere a la 
transformación de los cargos, reconoce el problema del operador PC, pero se niega a utilizar más recursos 
para cubrir la diferencia salarial. Dice que una vez que renuncien, con dos cargos de operador PC crea uno de 
Técnico 2. Esa es la solución que nos da. En la medida en que los compañeros tienen que dejar su cargo o 
renuncian porque consiguen un mejor empleo, la Corte encuentra la solución para ese cargo en particular. Se 
requieren recursos para solucionar el problema. 


La Suprema Corte de Justicia no recoge esto en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas, que contiene, 
básicamente, todo lo que no se aprobó en el presupuesto anterior. Se reitera todo el articulado anterior; no se 
recoge nada nuevo. Esto fue algo sobre lo que nosotros empezamos a trabajar ahora y queríamos que se 
incorporara al proyecto. 


Hoy, cincuenta y cuatro personas percibirían esa prima de rendimiento. La transformación de operadores la 
costeó Planeamiento y Presupuesto del Poder Judicial; la cifra es de aproximadamente $ 2:500.000. Esto es lo 
que estamos planteando para 2012, cuando habrá $ 4:400.000, o sea que se dejaría un margen importante 
para nuevas contrataciones. Para cubrir la prima de rendimiento en 2013, la estimación que hicimos ronda los 
$ 4:000.000, habiendo en 2013 una cifra votada de $ 6:000.000, lo que también dejaría un margen para 
nuevas contrataciones. Asimismo, quedaría intacto lo de 2014, cuando habrá otra suma de dinero para nuevas 
contrataciones. 


La respuesta de la Suprema Corte de Justicia vino por el lado de que en el Poder Judicial hay un reglamento 
no escrito en cuanto a que nadie puede ganar más que un Juez. Pero no me refiero a los cargos superiores - 
obviamente, nadie pretende ganar como un Ministro de la Corte, que es la máxima autoridad judicial ni como 
un Ministro de Tribunales-, sino a un Juez que está dando los primeros pasos de su carrera dentro del 
organismo. El tope de los funcionarios no magistrados vendría a ser el piso de la carrera de los jueces. Eso es 
lo que plantean. Hace poco, renunció el Director de División, el cargo más alto de informática, que tiene más 
de cincuenta personas. Ese cargo percibe menos dinero que un Juez Letrado del interior e, inclusive, 
aplicando esta prima de rendimiento que planteamos, seguiría estando por debajo de un Juez Letrado del 
interior. 


La carrera de un Magistrado sigue con la de Juez Letrado de Montevideo, Ministro de Tribunales y Ministro 
de la Suprema Corte de Justicia. Si el techo está tan abajo, es imposible que los cargos sean atractivos para 
los ingresos de escalafón, por ejemplo, de Técnico 2. 


Por ese concepto interno que hay en el Poder Judicial, no se recoge nuestro planteamiento. 


SEÑOR BERNINL- Me gustaría saber qué relación tienen con la Asociación de Funcionarios 
Judiciales, si están integrados al sindicato. Hoy, vamos a recibir a la agremiación, por lo que es 
importante tener esa información. 


SEÑOR VICO.- Nosotros no integramos esa asociación. Somos otra asociación dentro del Poder 
Judicial. Allí, hay siete asociaciones sindicales, entre ellas, una de Magistrados o defensores, la 
Asociación de Funcionarios Judiciales -que nuclea a la mayoría de los funcionarios administrativos- y 
nosotros somos de la parte informática. 


SEÑOR COLO.- En resumen, creo que hay un contrasentido. Hoy, se está hablando del Registro 
Nacional de Adolescentes Infractores y las tres personas de esta delegación estamos trabajando en ese 
sistema. Asimismo, la Corte habla mucho del sistema de gestión de Tribunales, sobre lo que también se 


está trabajando; hoy, todas las sedes judiciales están conectadas entre sí. O sea que, por un lado, se está 
apostando fuertemente a la informática, pero, por otro, los salarios están cada vez más deprimidos. 
Hay un contrasentido. Escuchamos en la prensa acerca de los temas sobre los que se está trabajando, 
pero vemos que los sueldos no reflejan la línea que está llevando adelante el Poder Judicial. 


SEÑOR IBARRA.- Para transparentar el tema del salario, ¿ustedes hablan de $ 27.000 líquidos? Me 
extraña que hablen de líquido y no de nominal. La aplicación de estos dos aditivos que nos presentan, 
¿a cuánto llevaría los salarios? Hago esta pregunta porque ustedes dicen que uno de los argumentos de 
la Suprema Corte de Justicia es que el salario se acercaría al de los jueces. Es bueno tener la 
información para cuando dialoguemos con ellos. 


SEÑOR VICO.- Manejamos la cifra líquida porque es lo que la gente mira al momento de elegir un 
nuevo empleo; parece una suma atractiva, más en un empleo público. El nominal de un Técnico 1 está 
en el entorno de $ 40.000. El piso de esta partida, que es un 10%, llevaría el salario a unos $ 44.000 
nominales y, si se aplica el máximo, que es un 15%, se llevaría a unos $ 46.000. Estimamos que, aun 
aplicando esta partida, el máximo cargo de informática, que es Director de División, quedaría en unos 
$ 10.000 por debajo de un Juez Letrado de capital. 


SEÑOR GROBA.- Hemos escuchado a la delegación. Hemos estado un largo rato analizando el tema. 
El planteamiento se ha hecho con muchísima responsabilidad y tiene en cuenta los gastos. 
Naturalmente, hay un interés en la aceleración de muchos trámites del Poder Judicial. Inclusive, el 
sistema informático juega un papel importantísimo en la ley de abreviación de juicios laborales. 


Intentaremos, con mucha responsabilidad, dentro de nuestras posibilidades, que de alguna forma se 
contemplen estas aspiraciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación. Les haremos llegar la 
versión taquigráfica de la reunión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Informáticos Judiciales) 


(Ingresa a Sala la Federación de Funcionarios de Salud Pública) 


La Comisión da la bienvenida a la Federación de Funcionarios de Salud Pública integrada por el señor 
Marcelo Spósito y los licenciados Marita Pevaque y Pablo Cabrera. 


SEÑOR CABRERA.- Agradecemos el espacio que nos brindan para acercarles la visión de los 
funcionarios de Salud Pública con respecto a este proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


En primer lugar rescatamos el hecho de haber podido discutir, en alguna medida, con el Directorio de ASSE, 
ya que en esta nueva propuesta, dentro del Sistema Integrado, tenemos la posibilidad de participar 
directamente con un representante, y ello nos ha permitido acercarnos más a la discusión con el Directorio. El 
planteo fundamental es la visión que se tiene de la conversión del organismo y de la integración en este 
Sistema Nacional Integrado de Salud. Justamente, para apostar a esa transformación, es necesario contar con 
recursos. Por lo tanto, ASSE está solicitando recursos importantes materiales y también recursos humanos. 


Al día de hoy, más allá de las necesidades que el organismo está demandando debido al crecimiento 
poblacional y también a las técnicas diferenciales —como sabemos la atención a la salud sigue creciendo y se 
necesitan recursos particulares con ese fin— tenemos decretos que, desde la legislación pasada, han 
establecido procesos distintos y, por ejemplo, hoy el CTI está regulado de forma diferente. Se ha establecido 
que por cada tres camas de pacientes se necesita un Auxiliar de Enfermería. Por lo tanto, se requieren 
mayores recursos humanos. También se necesitan licenciados en Enfermería y auxiliares encargados de la 
limpieza del lugar. Cada una de estas personas es más que necesaria porque tenemos que prestar un servicio 
integral, en el que todos son importantes. Por ello apostamos a reforzar los recursos humanos. Debemos tener 
presente que se trata de compartir servicios; no debemos visualizar el papel de ASSE dentro de la prestación 
sanitaria del país como era antes. 


Desde el punto de vista teórico hoy ASSE está en igualdad de condiciones; estamos frente a una competencia. 
Esto fue marcado muy claro con la canasta básica de prestaciones, firmada en el Banco de Previsión Social. 
Obviamente que existe una diferencia abismal entre la construcción del servicio privado y del público. Si no 
destinamos recursos genuinos que nacen de los presupuestos, difícilmente se pueda fortalecer el organismo y 
prestar los servicios que hoy demandan los usuarios. Para esto necesitamos que desde aquí, y en esta 
Rendición de Cuentas, se vote el presupuesto que solicitamos. 


Insisto: tuvimos una discusión con el Directorio de ASSE y estamos en un todo de acuerdo. Esta es una 
actitud más sana en lo que tiene que ver con la negociación y el entendimiento en la búsqueda de los caminos 
que se pretenden recorrer con el organismo. 


Planteamos que es necesaria la construcción de una verdadera estructura. Este es un debe importante porque 
la ley_ de descentralización de ASSE marcó que el organismo tenía un plazo para conformar la estructura y, al 
día de hoy, todavía continuamos con los cargos presupuestales prestados del Ministerio de Salud Pública, 
debido a que ASSE aun no ha construido su propia estructura. Esto muestra carencias en lo que se refiere a la 
definición del organismo, de una verdadera carrera administrativa y de la función. Para nosotros es sustancial 
que cada trabajador y trabajadora tenga claro, desde el punto de vista estructural, cuál es la función que 
cumple, porque esperamos que luego se traduzca en el salario que debe percibir. 


Apostamos a que en esta Rendición de cuentas se den avances en ese sentido. Sabemos que es muy difícil 
que en una primera etapa se pueda cumplir con todos los aspectos presupuestales establecidos para un 
organismo como ASSE, pero hay que comenzar por algo. Es necesario que no se retrase porque queda esta 
Rendición de Cuentas, y dos más, para dar al menos un esqueleto fundamental al funcionamiento de ASSE. 
Entendemos que esto va a fortalecer al organismo y la idea general de una nueva prestación de servicios de 
salud. 


Durante el tratamiento del Presupuesto quinquenal se discutió acerca de una Red de Atención Primaria de 
Salud pensando en una redimensión, pero para esto se necesita personal y recursos. Si se está hablando de la 
posibilidad de exigir postas de salud a una distancia no mayor a los trece kilómetros de los lugares poblados, 
necesariamente los recursos deben estar redimensionados para poder hacerlo. Si estamos hablando de que el 
Ministerio de Salud Pública hoy plantea que hay que avanzar en distintos temas como, por ejemplo, salud 
mental, necesariamente hay que dotar de recursos humanos. No podemos pretender que se le exija al sector 
privado mientras ASSE está omiso por falta de profesionales que puedan cumplir con esta tarea. 


Asimismo, debemos tener en cuenta el aspecto edilicio. No podemos perder de vista que se ha retrasado la 
construcción de hospitales como, por ejemplo, el de Colonia —que es uno de los grandes debe de esta 
Administración-, y también están pendientes en Santa Lucía o en Pando, que son los tres que se marcaron en 
la ley de Presupuestos. Tenemos que avanzar para lograr el objetivo. Estamos hablando de profundizar la 
democracia, la llegada de un derecho fundamental, como es la salud, a los ciudadanos. No debemos olvidar 
que ASSE como prestador público sigue siendo el que brinda servicios a esa población que no accede a través 
del FONASA. Hay un avance importante con el FONASA, pero no llega a todos los ciudadanos y 
ciudadanas. Algunos ciudadanos solo acceden a la salud a través a ASSE. Por lo tanto, hay que destinar 
recursos al organismo para que esté en igualdad de condiciones y para que estos ciudadanos que aún están 
excluidos, reciban los mismos tipos de prestaciones que cualquier otro que esté dentro del FONASA. 


En líneas generales, esto es lo que ha visualizado la Federación. También estamos en consonancia con el 
planteo de COFE en lo que refiere a la carrera administrativa y la transformación de los recursos humanos. 
Sabemos que estos procesos de reformas tienen que ir acompañados de recursos. En este momento el país 
está en inmejorables condiciones para seguir avanzando en este sentido. Por ello apostamos a que la 
discusión que se pueda dar en el Parlamento sea favorable y que otorguen los recursos que estamos pidiendo. 


SEÑOR ABDALA.-Por cierto, no solo nos resulta grato recibirlos sino, además, provechoso, porque 
nos parece importante que las organizaciones gremiales de los distintos organismos que componen el 
Presupuesto Nacional vengan para que podamos conocer su opinión. 


Simplemente quiero confirmar algo. Me quedó la impresión de que el propósito de la visita es manifestar un 
apoyo y una coincidencia general y absoluta con la propuesta presentada. Quiero consultar a la Mesa acerca 


de si ya se ha enviado un mensaje paralelo o si lo que tenemos son los siete artículos contenidos en el 
Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ASSE envió su propio mensaje presupuestal. 
SEÑOR ABDALA.- A ello apunta la pregunta. 


En el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, el Inciso 29 es relativamente escueto. Son siete artículos; que sean 
pocos, no quiere decir que no sean importantes y que no tengan sustancia y contenido. Les pediría alguna 
aclaración adicional en cuanto a si lo que está en el Mensaje del Poder Ejecutivo es suficiente y si lo que está 
en el mensaje de ASSE es indispensable incorporarlo al proyecto general al que, en definitiva, la Cámara 
aprobará. En el caso específico de ASSE, quisiera saber de qué disposiciones estamos hablando que, 
eventualmente, no han sido incluidas en el mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR IBARRA.- Estaba repasando el Inciso 29, "Administración de Servicios de Salud del Estado", 
que remitió el Poder Ejecutivo, y veo que respecto al tema de ingresos de funcionarios el artículo 245 
dice: "Los ingresos a la Administración de los Servicios de Salud del Estado se realizarán mediante 
contrataciones provisorias por el término de 18 meses, [...]". 


Luego expresa algo en el artículo 251: "Se faculta a la Administración de los Servicios de Salud del Estado a 
crear cargos de guardia retén en las funciones que la Administración determine [...]". 


Sin duda, esto no colma las expectativas, y nuestros invitados están planteando una solicitud de ASSE 
idéntica a la que viene en el mensaje, en los artículos 28 y 32. El tema del salario social lo hemos visto en 
otras oportunidades, así como también el de la reestructura. 


Tenemos que ser honestos. Las autoridades del Poder Ejecutivo han expresado acá -los invitados lo saben- 
los problemas que ven desde el punto de vista de aumentar el gasto. En ese sentido, han priorizado la 
educación —para llegar al 4.5%, de acuerdo al aumento del Producto Bruto Interno del año pasado- y algo 
que para la sociedad y el sistema político es muy importante: el Instituto de Rehabilitación de Adolescentes, 
que creo que implican $ 262:000.000. 


Esto está afuera de las normas que ha manifestado el Poder Ejecutivo. No obstante, cuando venga la 
delegación de ASSE, lo conversaremos. Veremos también qué es lo que ellos han hablado directamente con 
el Poder Ejecutivo, y lo vamos a tener en cuenta. 


Sabemos las necesidades que tienen el Ministerio de Salud Pública y ASSE para perfeccionar su nivel de 
atención. Conocemos los problemas actuales de ambos en cuanto a la atención a la ciudadanía por este pico 
de enfermedades y, fundamentalmente, por los fríos, pero creo que corresponde, con total honestidad, recibir 
vuestro planteo, analizarlo, dialogarlo cuando vengan los Directivos de ASSE y ver qué es lo que podemos 
avanzar sobre él. 


SEÑOR CABRERA.- Obviamente, tenemos una gran preocupación. Es de gran importancia haber 
logrado, en común acuerdo con el Directorio de ASSE, hacer este planteo, si se observa esta diferencia 
sustancial entre el Mensaje del Poder Ejecutivo y el mensaje particular de ASSE como organismo. 


Queremos visualizar algo que es importante. Sabíamos que contábamos, precisamente, con la discusión que 
se dará con mayor profundidad con respecto al gasto y a cómo se va a perfilar, entendiendo que la educación 
como pilar fundamental de la construcción social debe tener mayores recursos si hay un compromiso general 
para hacerlo. Ahora, también entendemos que la salud es el otro pilar fundamental en la construcción social y, 
si se ha entendido que hay que llevar adelante una transformación y una reforma sustancial, esta no se puede 
realizar si no se tienen recursos. 


Decimos que hoy estamos destinados a cumplir con responsabilidad determinados mandatos. Lo que 
explicaba del decreto del CTI, no es menor y ya no es que lo podamos hacer en determinado tiempo sino que, 
hay un tiempo real pautado a cumplir. En esto se va el funcionamiento de ASSE. Por eso la necesidad de 
recursos genuinos que deberán ser establecidos a través de esta Rendición de Cuentas porque, si no, no 


podremos brindar esos servicios que ya son ajenos a la definición interna del organismo, pero que hay un 
mandato general que se debe cumplir. Ese es el sentido en el que estamos discutiendo y el que creemos que el 
propio Poder Ejecutivo valorará en su momento. Esperamos que pueda dar el visto bueno para llegar a 
construir un gasto mayor o una redistribución del gasto en ese sentido. 


Insisto: tuvimos una larga discusión con ASSE y entendimos que los procesos de construcción y 
fortalecimiento del organismo merecen ir por este mensaje que ha enviado el organismo, más allá de lo que 
ha presentado el Poder Ejecutivo en el conjunto. Esperamos que la discusión sea lo suficientemente profunda 
como para comprender. 


A veces quince minutos no alcanzan para demostrar la realidad de ASSE y por qué pedimos esos recursos. Si 
hubiera otra oportunidad, estaríamos dispuestos a volver para seguir discutiendo —en caso de ser necesario-, 
porque creemos que este es el momento y se debe dar un debate en profundidad acerca de cómo estamos 
visualizando la construcción de esta transformación del sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, agradecen la 
presencia de la Federación de Funcionarios de Salud Pública. 


(Se retira de Sala la Federación de Funcionarios de Salud Pública) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Raúl Vázquez, Sergio Núñez y Esteban Romasanta. 
Aclaro que ya contamos con el material enviado el 20 de julio. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Agradecemos que se nos permita dar nuestra opinión y hacer nuestros planteos 
sobre la Rendición de Cuentas que está en discusión. 


Previamente, quiero hacer mención a lo que está pasando en el Poder Judicial. Como todos saben, los 
trabajadores judiciales estamos en conflicto como consecuencia de la interpretación que la Suprema Corte de 
Justicia hizo del artículo 64 de la Ley de Presupuesto, que determinó un incremento salarial por los meses de 
enero, febrero, marzo y quince días de abril para la Magistratura, la Defensa Pública y los cargos de 
particular confianza, a los que estamos enganchados salarialmente. Se trata de un incremento de 26% que, en 
un Ministro de la Suprema Corte de Justicia, significa más de $ 30.000 por mes. 


Cuando en el ámbito de negociación colectiva reclamamos que por el artículo 389 de la Ley_de Presupuesto 
anterior nosotros estábamos enganchados porcentualmente al salario base del Subdirector General y ese cargo 
recibía un incremento de un 26%, la Suprema Corte de Justicia nos contestó que no estaba vigente ese 
enganche porcentual ni la tabla general porcentual, algo que había sido un gran logro y uno de los grandes 
lineamientos que había definido la política salarial del organismo. Eso implica que hoy, tanto la Asociación 
de Funcionarios Judiciales como la Asociación de Actuarios, iniciemos un juicio civil contra la Suprema 
Corte de Justicia para reclamar el pronunciamiento del Tribunal sobre la vigencia de esta porcentualidad y la 
correspondiente condena para la liquidación de esos aumentos, de acuerdo con el incremento que recibió el 
cargo al que estamos enganchados. 


Es una situación muy compleja para los trabajadores y para solicitar créditos al Parlamento. Además, esto 
marca y demuestra la incapacidad de la Suprema Corte de Justicia para administrar sus recursos, porque esta 
liquidación de más de $ 50:000.000 la hace sin tener los créditos habilitados del Poder Ejecutivo e hipoteca el 
salario de todos los trabajadores. A su vez, se pone en riesgo el cobro del sueldo de los trabajadores al 
finalizar el período. Cabe aclarar que la Suprema Corte de Justicia ya liquidó enero-marzo y que acaba de 
liquidar catorce días de abril y paró porque apareció una ley interpretativa; no sabemos qué va a hacer para 
adelante. 


Hoy, en el Poder Judicial no ingresa un solo funcionario porque no tiene dinero para pagar su sueldo. Quiere 
decir que no importó el servicio o las necesidades de la Justicia, pero sí el salario de los Magistrados, de la 
Defensa Pública y de los cargos de particular confianza. A su vez, desconoció el derecho de quienes 
estábamos enganchados salarialmente a través de una ley. 


Quería dejar planteado este tema porque es muy grave y es bueno que el poder político sepa cómo administra 
los recursos la Suprema Corte de Justicia. Este reclamo lo viene haciendo nuestro sindicato en forma 
permanente. 


En cuanto a la Rendición de Cuentas, el proyecto de la Suprema Corte de Justicia sigue manifestando y 
manteniendo los mismos criterios administrativos y salariales de siempre: partidas porcentuales escondidas 
como salariales —como el perfeccionamiento académico para el Escalafón Profesional-, partidas de 
dedicación total para cargos de Dirección, etcétera. En el período anterior ya fue redefinido el destino de este 
artículo y hoy se vuelve a reiterar. También están los aumentos generales que siempre promueve y que 
continúan profundizando las inequidades salariales que nosotros siempre denunciamos. 


Uno de nuestros planteos tiene que ver con el crédito presupuestal previsto para 2012 de $ 21:000.000. En el 
artículo 647 del Presupuesto se establece que habrá un incremento de $ 21:000.000 para el Rubro 0. 
Planteamos las mismas herramientas administrativas y salariales que aprobara el Parlamento, es decir, una 
distribución a partir de una partida fija y por medio del mismo mecanismo establecido en el inciso B) del 
artículo 647. Como son muy pocos los créditos, pretendemos que se distribuyan de una manera más 
equitativa. Hablamos de alrededor de $ 436 por funcionario. Tratábamos de contemplar $ 200 más en un 
cargo de ingreso; entre $ 270 y $ 460 no hay mucha diferencia. Procurábamos que esos limitados créditos 
presupuestales fueran distribuidos de la forma más equitativa posible. 


Presentamos una propuesta adicional con un incremento del 5% sobre el sueldo base, sin incidencia, tratando 
de continuar el camino que iniciamos con el inciso C) del artículo 647, de modo de empezar a modificar las 
inequidades salariales. Digo esto porque las inequidades salariales en el Poder Judicial se manifiestan a través 
de las partidas porcentuales asociadas al salario base, que son significativamente importantes en los 
escalafones profesionales, donde va la mayor parte de los créditos asignados. 


En el inciso C) del artículo 647 del Presupuesto se había logrado un mecanismo por el cual solo se 
incrementaba el salario base para que no tuviera incidencia. Nosotros hacemos el mismo planteo y 
pretendemos un incremento del 5%, algo que no es muy importante. Estamos hablando de $ 35:000.000. 
Sabemos que la situación no es sencilla. Inclusive, estamos dispuestos a presentar alternativas de créditos que 
ya están asignados en el Presupuesto Nacional y que el Poder Judicial, a pesar de que tienen un destino 
específico, no los aplicó para los destinos previstos. Por ejemplo, los $ 16:000.000 previstos para la 
contratación de funcionarios para el Escalafón R, todavía no los ha ejecutado. En el período solo tomó a tres 
funcionarios, es decir, a uno más que el año pasado. Por lo tanto, cuando la Suprema Corte de Justicia pidió 
esos créditos presupuestales para el escalafón R, dijo que era para contratar más funcionarios a fin de seguir 
profundizando y ampliando el sistema informático del organismo. A pesar de contar con esos $ 16:000.000, 
solo hay un funcionario más. En consecuencia, esos $ 16:000.000 también están sosteniendo la liquidación 
del aumento que los magistrados se otorgaron. 


Por supuesto que acompañamos, en general, los artículos que la Suprema Corte de Justicia envió que no 
tienen costo presupuestal. 


Hay un artículo relativo a los obreros que la Suprema Corte de Justicia envía, que fue acordado en el ámbito 
de la negociación colectiva. Me refiero al artículo 22 del proyecto de la Suprema Corte de Justicia. 


También acompañamos el artículo 20, que hace a una vieja reclamación de compañeros arquitectos, con 
muchos años de contratados, a los que recién la Corte accede a presupuestar, diciendo que hoy eso no tiene 
costo presupuestal, siendo que en el Período pasado había dicho que sí, dejando a estas personas sin 
presupuestar por más de quince años. 


Respecto de los artículos con carácter procesal no emitimos opinión dado que son parte de un tema técnico 
que la Suprema Corte de Justicia evalúa. 


Básicamente esos son los planteos presupuestales que queríamos trasmitir. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Voy a ser muy breve. 


Por la historia de nuestro sindicato -que tiene sesenta y ocho años de vida y fue fundador de la Central-, hay 
una mención obligatoria que debemos hacer: es insólito que un sindicato que representa a tres mil quinientos 
trabajadores, y tiene toda una historia detrás, tenga el mismo tiempo que un sindicato o una asociación de 
funcionarios amarillos de la informática. Está bien; la democracia es así pero, indudablemente, no podemos 
dejar de mencionarlo. Representamos al 80% de los trabajadores de la justicia de este país y no somos 
corporativos como otros. 


Lo que siempre venimos a manifestar en este recinto es quién administra los dineros públicos -los dineros de 
todos- en el Poder Judicial y cómo los administra. Las denuncias que hacemos son absolutamente 
comprobables y casi todo el mundo lo tiene en claro. Lo planteamos -este Parlamento nos acompañó- en la 
instancia de la reglamentación de los ingresos en el Poder Judicial. Eran una vergilenza los ingresos a la 
justicia. O sea que hay planteos que a veces tienen que ver con lo salarial y, a veces, no. 


Mi compañero Núñez decía que hoy por hoy están suspendidos los ingresos al Poder Judicial. No importa si 
la justicia se atiende correctamente o si el acceso a la justicia es igualitario. ¿Qué importa? Que el dinero 
público -dinero que fue autorizado por este Parlamento- sea dilapidado al antojo de los administradores. 


Pienso que no hay dos opiniones con respecto a esto. Esta es una denuncia constante que hemos venido 
haciendo y que estamos dispuestos a discutir con quien sea. Hoy los que definen nuestro salario y el de ellos, 
son los cinco Ministros de la Suprema Corte de Justicia, quienes no tuvieron empacho en llevarse cincuenta 
millones para darse ese aumento. Desde enero de este año venimos denunciando que eso iba a pasar, que 
estábamos enganchados, porque el que avisa no traiciona, y así lo hicimos en el Poder Ejecutivo y en el 
Parlamento. Por lo tanto, no nos duelen prendas; somos muy cristalinos en ese sentido. 


Por supuesto, que nadie acá está en desacuerdo en que hay que corregir las inequidades salariales del Estado. 
No creo que ningún partido político no quiera corregir lo que históricamente vino procesándose con relación 
a los ingresos salariales de los trabajadores del Estado y las inequidades existentes. Nosotros tenemos un 
salario de ingreso de $ 14.500 nominales y nos gustaría venir a servir café a los legisladores por $ 31.000. 
¡Por favor! Yo tengo treinta y ocho años de trabajo, soy Jefe de sección, cargo al que accedí por concurso, y 
gano $ 22.000 nominales. Si me hacen un lugarcito, capaz que vengo. 


Esas son las inequidades que vemos y hacemos los deberes dentro del Poder Judicial, pero lo que hacemos, 
en definitiva, es denunciar las inequidades salariales dentro del Estado. Dentro de él, el Poder Judicial es 
específicamente lo que nos compete. Por lo tanto, estamos dispuestos a dar esa discusión con todo el espectro 
político de este país, porque con la Suprema Corte de Justicia es absolutamente imposible. 


En definitiva, ese es mi llamado; estamos dispuestos a dar esa discusión. Queremos recorrer ese camino con 
los pies sobre la tierra, tratando de construir. Además, quiero decir que somos un sindicato que no solo viene 
a pelear al Parlamento por problemas netamente salariales sino todo lo contrario; venimos por todo. Venimos 
por la morgue, por la salud laboral de los trabajadores y por todo lo que haya que venir, pero además damos 
insumos para una justicia diferente. Tenemos un centro de estudios, que todos deben conocer, que da insumos 
desde el punto de vista académico para que tengamos el Poder Judicial necesario para ese país que queremos 
construir entre todos. 


Por lo tanto, reitero, no nos duelen prendas y estamos dispuestos a dar esta discusión en cualquier ámbito, 
tratando de que el Parlamento -tal como lo hizo en algunas oportunidades en que tomó algunos de nuestros 
planteos, por ejemplo con relación a la reglamentación de los ingresos en el Poder Judicial- también tome 
este desafío, conjuntamente con nosotros. 


Gracias. 


SEÑOR BERNINI.- Creí interpretar, independientemente de los contenidos de la propuesta -que, por 
lo menos, valoro como coherente respecto de lo que han venido demandando desde hace varios 
Presupuestos y Rendiciones de Cuentas-, que algo que denunciaban en la instancia del Presupuesto, 
hoy estaría resuelto. Me refiero al diálogo en ámbitos de discusión con la Suprema Corte de Justicia. 
Recuerdo que en aquella oportunidad, la Suprema Corte de Justicia se sentía excluida de la ley 
nacional de negociación colectiva de los funcionarios públicos. Independientemente de los resultados 
que puedan obtenerse de ese diálogo, me interesa saber si eso se ha superado, o sea, si los funcionarios 


judiciales han logrado que se cumpla la ley de acuerdo con nuestro punto de vista -esto corre por 
cuenta mía- respecto de la Suprema Corte de Justicia y el diálogo necesario con el personal y sus 
sindicatos representativos. 


Por otra parte, voy a plantear una valoración que debemos hacer en función de asumir determinado marco de 
la realidad. Concretamente, me refiero a que saben que el propio Poder Ejecutivo, tanto públicamente como a 
nivel de la discusión del Mensaje de Rendición de Cuentas, ha planteado, sobre todo en dos lugares en los 
que va a incrementarse el gasto, teniendo una política de no incremento de gasto en el resto. 


Ustedes planteaban una reivindicación del 5% más y esto implicaría $ 35:000.000, lo que supondría un 
incremento del gasto. Pero a su vez expresaron que tenían un plan B -para llamarlo de alguna manera-, 
respecto a la reasignación, propuesta que, por lo menos en el marco que acabo de describir, daría para un 
estudio más acabado. Me gustaría que explicaran esto, aunque algo dijeron ya que hablaron de los 

$ 16:000.000 no gastados del escalafón R, que debo interpretar que es el de técnico en informática o algo por 
el estilo. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Sobre la negociación colectiva, concretamente, luego de una reunión entre los 
Senadores Martínez, Rubio y Gamou con tres Ministros de la Suprema Corte de Justicia, esta accedió, 
en el ámbito de la negociación colectiva, a no poner restricciones, que era el problema que podía existir 
con salario y presupuesto. Antes del envío de la Rendición de Cuentas tuvimos dos instancias en las que 
planteamos nuestras propuestas. La Suprema Corte de Justicia accedió a acordar algunas, como la del 
artículo 22. El proceso es muy lento. Tenemos el ámbito de negociación y avanzamos con relación a lo 
que había antes, cuando ni siquiera querían sentarse a discutir; hoy, por lo menos, discutimos. 


Creemos que el futuro proceso de negociaciones va a alimentar un afinamiento del mecanismo. En un 
organismo que no estaba acostumbrado a discutir, que estaba habituado a resolver, que recibía las propuestas 
y decidía lo que le parecía, sin preguntar al otro qué era lo que pretendía, es complejo conseguir que se 
sienten a dialogar y comprendan que estamos en igualdad de condiciones. Ese es uno de los problemas con la 
Suprema Corte de Justicia. A la Corte le cuesta sentarse en igualdad de condiciones con los trabajadores; 
ellos están en un pedestal y lo que nosotros podemos hacer es plantear nuestras propuestas. 


Se ha mejorado en ese sentido. Tuvimos dos instancias de negociación con la DINATRA en las que algo 
acordamos; fue mínimo, pero algo acordamos. Nos pusimos de acuerdo, por ejemplo, en presupuestar 
trabajadores a partir del 1* de agosto, llenando las vacantes existentes. Vamos a llenar 102 vacantes de 
Administrativo IV por funcionarios que hace cuatro o cinco años que fueron contratados. Eso no es menor, 
porque la Corte siempre decía que precisaba costo presupuestal para hacerlo, y nosotros le demostramos que 
no era necesario, que con voluntad política se podía. 


Seguimos bregando por esa instancia. Queremos mejorar la negociación colectiva y pretendemos que a partir 
de la discusión bipartita se genere acuerdo en todos los puntos. Logramos acuerdos mínimos, pero 
avanzamos. Si comparamos con la situación de antes, de no estar sentados para dialogar y la de hoy, en la que 
podemos discutir de igual a igual, podemos decir que avanzamos. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Es difícil llamar negociación a lo que hacemos en la DINATRA; es un diálogo. 
¿Por qué? Porque lo que decía el compañero es efectivamente así: el que viene en representación del 
Poder Judicial es el Director General de Servicios Administrativos, doctor Méndez Areco, quien no 
resuelve ni negocia en ese momento, sino que lleva la propuesta a la Suprema Corte de Justicia; se 
reúne con los Ministros; le dice lo que quiere, lo que puede o lo que interpretó, y luego se nos comunica 
a nosotros. Es difícil negociar así, pero comparto con el compañero que, en definitiva, es un avance con 
respecto a lo que han sido las relaciones laborales durante cien años. Pero hay que acostumbrarlos a 
que vayan a negociar de verdad, no con esas características que son bastante difíciles. Repito que el 
Director General toma nuestros planteos y luego los traslada a la Corte, pero no negociamos 
directamente con quienes votan y definen en la Suprema Corte de Justicia; lo dice el propio Director 
General. 


SEÑOR ROMASANTA.- Como adelantó el compañero Núñez, existe un mal gasto de los $ 31:000.000 
aprobados para el escalafón "R", y estamos dispuestos a rediscutir el destino de ese dinero. Hay un 


montón de creaciones que ya están aprobadas para el Ejercicio 2012, algunas de las cuales estamos 
dispuestos a negociar. También tenemos disposición para negociar algunos gastos de inversiones. 


Uno de los motivos por los cuales hoy la Corte se allana a presupuestar a los tres arquitectos tiene que ver 
con que a partir de 2006 hubo dinero para inversiones en el Poder Judicial y eso implicó que la división 
arquitectura tuviera muchísimo más trabajo. Antes tenía tres contratados y el doctor Elbio Méndez Areco 
siempre nos decía que no sabía si necesitaba o no a los arquitectos. Ahora sí se sabe que se los necesita. 


De todos modos, estamos dispuestos a discutir el mejor gasto de las inversiones y, si es posible, esperamos 
que se pueda sacar algo de las inversiones, sumando al escalafón "R", que no se ejecutó. Repito que hay 
creaciones que estamos dispuestos a discutir. 


SEÑOR IBARRA.- En primer lugar, quiero darles la bienvenida a la Comisión. 


Entiendo que todavía existen dificultades en cuanto al diálogo. La Comisión de Presupuestos integrada con la 
de Hacienda, en oportunidad de considerar el Presupuesto Nacional el año pasado puso mucho énfasis en el 
tema de que la Suprema Corte de Justicia no estaba exenta de realizar la negociación colectiva que marca la 
ley. Hay que seguir insistiendo en ese sentido; sin duda, nosotros vamos a ratificar el pensamiento del 
Parlamento cuando concurra la Suprema Corte de Justicia. 


Voy a preguntar algo sobre el escalafón "R". Nosotros tenemos que escuchar a todos los trabajadores. Más 
allá de las calificaciones que se hacen, inclusive a la delegación anterior el Diputado Bernini le preguntó si 
estaba comprendida en la Asociación de Funcionarios Judiciales, a efectos de ubicarnos en el tema. 


Quisiera que me aclararan el famoso enganche del artículo 64. Ha habido polémicas de todo tipo. La 
voluntad que en aquel momento nos trasmitió el Poder Ejecutivo era que el incremento abarcaba a 
determinados sectores de funcionarios, no se incluía a la Corte Electoral, a la Suprema Corte de Justicia, a la 
ANEP, etcétera. Pero se ve que la redacción a la que llegaron y que nos trasladaron luego de sesudas 
consultas no dio resultado, porque es evidente que hay polémica sobre el tema. No entendí o no escuché si la 
Suprema Corte de Justicia está cobrando en este momento ese enganche o si lo dejó en suspenso a partir de la 
ley interpretativa que se votó hace un mes y medio o dos meses en el Parlamento. 


Quisiera tener información sobre eso, porque el planteo que ustedes hicieron en mi despacho -y supongo que 
en el de todos los legisladores- se ha venido repitiendo por parte de funcionarios de otros organismos. 


SEÑOR ROMASANTA.- Esa pregunta no es fácil de contestar en pocos minutos. 


En enero de este año no hubo feria en la Suprema Corte de Justicia; estuvieron trabajando y mucho para 
lograr interpretar que el artículo 64 decía lo que la Corte entiende que dice y en virtud de lo cual dictó una 
resolución que en este momento no tengo aquí, pero podemos alcanzar a la Comisión cuando quieran. En esa 
resolución, la Corte interpreta el artículo 64 y lo casa con el artículo 85 de la ley de organización de los 
Tribunales, en el que se establece que un Ministro de la Suprema Corte de Justicia no puede tener una 
dotación menor que la de un Ministro de Estado. 


Se genera, entonces, un montón de interpretaciones. Ya que estamos aquí, me parece bueno que se sepa que 
se le están dando características especiales a algunas leyes. Se dice que esa es una ley estatutaria, que tiene 
una diferencia con respecto a las demás. Pero, según nosotros entendemos, las leyes que salen del Parlamento 
son todas iguales, tienen las mismas características y son derogadas tácita o directamente por otras normas. 
Esto generó un conflicto con el Tribunal de Cuentas; hay informes de jurídica del Tribunal que podemos 
alcanzarles, porque hemos seguido muy de cerca todo esto ya que, en principio, hasta estaba en juego nuestro 
salario. 


Así como la Corte interpretó que el artículo 64 la comprende y empezó a liquidar el sueldo por 
complementarias con el sueldo de abril, luego de aprobada la ley interpretativa, en cuya exposición de 
motivos, para mí, queda claro que el Parlamento discutió el espíritu del artículo 64 y por preguntas del señor 
Diputado Gandini también resulta claro que al Poder Judicial no le correspondería. Sin embargo, repito que la 
Corte lo liquida. 


Nosotros estamos enganchados con el sueldo básico del Subdirector General, que tuvo un aumento de 26%. 
Así como la Corte entendió que el artículo 64 la comprendía, asumió también que los artículos 389 y 390 del 
Presupuesto de 2005 dejaban de tener vigencia, sin más, sin dar motivos. La situación ante esto es muy 
difícil, porque, ¿a quién recurrimos una resolución de la Suprema Corte de Justicia? Para nosotros, como 
sindicato, es complicado encontrar mecanismos, y por eso en este momento nos están obligando a hacer un 
juicio para cobrar esa diferencia. 


SEÑOR GANDINI.- Como se dijo aquí, este fue un aspecto muy discutido en la Comisión. Tuvo varias 
redacciones; la Oficina Nacional del Servicio Civil propuso artículos después de las primeras 
discusiones que, luego, retiró. Y nosotros advertimos que la redacción final no era clara y que 
generaría más de una interpretación, porque no derogaba algunas normas. Eso de querer aumentar 
unos salarios y no otros cuando hay leyes que los vinculan genera problemas. Y los generó no solo con 
el Poder Judicial, también con otros organismos del Estado. Es más: en una de las cinco versiones que 
llegaron a la Comisión de parte de la Oficina Nacional del Servicio Civil autocorrigiéndose, había un 
artículo que excluía a texto expreso al Tribunal de Cuentas, al Poder Judicial y a la Corte Electoral, 
que luego retiró. Esas interpretaciones diversas subsistieron a tal punto que el Parlamento tuvo que 
elaborar una ley interpretativa. Si no hubieran subsistido, no habría sido necesaria una ley en la que el 
Parlamento interpretara, haciendo uso de un ejercicio constitucional de dar una interpretación 
legítima a las leyes. 


Por lo tanto, acá hubo una advertencia de que esto iba a pasar, y el Partido Nacional no votó esa norma. Pero 
también advertimos que a los Ministros del Poder Judicial están atados los Jueces, y a estos, los Fiscales. Y 
según tengo entendido, hoy hay en curso juicios o acciones en la materia, por lo menos, de parte de Fiscales. 


Yo simplemente quiero saber si luego de la existencia de la ley interpretativa, se suspendió el pago del 
aumento que se dispuso en el mes de enero a nivel del Poder Judicial -tanto de los Ministros, como de otros 
cargos que puedan estar vinculados- o si, a pesar de ello, continúa. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Luego de la ley interpretativa, primero, se liquidó solo marzo; luego, enero y 
febrero, y por último, quince días del mes de abril, puesto que la ley, supuestamente, entró en vigencia 
el 15 de abril. Hasta ahí es lo que sabemos. 


No solo son los Magistrados los que están enganchados directamente a los sueldos de los señores Ministros, 
sino que, además, Defensa Pública tiene una vinculación, así como el escalafón "Q" -que es el 
correspondiente a Cargos de Confianza, que son cuatro-, al cual nosotros, los funcionarios judiciales, los 
actuarios, estamos enganchados. Esa es la vinculación general. 


De todas maneras, según algunos corrillos -que abundan en el Poder Judicial-, probablemente, haya acciones 
legales, inclusive por la inconstitucionalidad de la propia ley interpretativa. 


SEÑOR GANDINI.- El lío puede ser interminable, porque si se interpreta que la Ley de Presupuesto 
aumentó un salario, en virtud de lo que dispuso el artículo 64, y que la ley interpretativa retrotrajo esa 
situación rebajándolo, se entra en otro tema, ya que se estaría violentando otro principio que es el de 
que los salarios no se pueden rebajar. 


Les quiero hacer una pregunta. Si se continuara con la situación -o aun habiéndose realizado en una etapa de 
algunos meses-, sin duda, esto puede llegar a desfinanciar el Rubro 0 del organismo. Es decir, podemos 
encontrarnos con que en el mes de setiembre o de octubre hay que reforzar la partida Rubro O del Poder 
Judicial porque tuvo un destino que la ley "autorizó" -digámoslo entre comillas-, pero el planillado no previó. 
En la interpretación que se hizo, la ley autorizó el gasto, pero el presupuesto habilitado en el Poder Judicial 
para el Rubro 0 no recogió el aumento y, por lo tanto, puede generarse una suerte de desfinanciamiento en 
algún punto del Ejercicio presupuestal. ¿Tienen conocimiento de este aspecto? Porque todo esto lo vamos a 
hablar con la Oficina Nacional del Servicio Civil y con el Poder Judicial. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Hay $ 57:000.000 que la Corte ya gastó que no tenía previsto gastar. Si bien pidió los 
créditos presupuestales a la Contaduría General de la Nación, todavía no se los han asignado. Por lo 
tanto, gastó del bolsón, de toda la plata que tenía para todos los salarios; por eso decimos que al cierre 


del Ejercicio va a tener problemas. Y para evitar algunos de esos problemas es que resolvió, entre otras 
medidas, que no ingresaran más funcionarios, porque eso implica un mayor gasto y, en consecuencia, 
no se llenan las vacantes. 


También quiero hacer una acotación respecto al tema de la interpretación por parte de la Suprema Corte de 
Justicia del artículo 64 casado con el artículo 85 de la Ley Orgánica de Tribunales. 


Para poder hacerse de un aumento del 26%, la Suprema Corte de Justicia interpreta que la vivienda -que es 
un 20% del salario de uno de sus Ministros- y el perfeccionamiento académico no integran lo que se llama la 
dotación del Ministro de la Suprema Corte de Justicia. De esa manera, encuentra un mecanismo para 
incrementarse su salario, por aplicación del artículo 64; se reduce la dotación que tenía al 31 de diciembre de 
2010 en $ 35.000 para poder asignarse $ 35.000 más, a lo cual después le suma la vivienda y el 
perfeccionamiento académico. En términos vulgares, es así. De enero a marzo, el sueldo de un Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia fue de $ 171.000, porque liquidó enero, febrero, marzo y quince días de abril. 


Reitero, lo que hizo fue interpretar que dos ítems no forman parte de su dotación y, de esa manera, encontró 


la forma de incrementarse su sueldo en un 26%. Les podemos traer los informes jurídicos de la propia Corte 
que fundamentan esa liquidación, donde se establece esto a texto expreso. 


SEÑOR BERNINL.- Quisiera saber si sería posible que nos hicieran llegar el plan "B" del literal C), a 
los efectos de que la Comisión pueda analizarlo. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Quiero agregar algo más. 


En el artículo 7* enviado por la Suprema Corte de Justicia se piden esos créditos para que sean autorizados 
desde aquí. Esos son los créditos que, como se dijo, en algún momento le van a faltar debido a una 
irresponsabilidad. Hoy en el Poder Judicial hay casi 140 vacantes que no pueden ser llenadas. Hay Juzgados 
y Defensorías que están trabajando con menos funcionarios por esa razón, por eso hablo de irresponsabilidad. 


Es bueno que sepan esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece su 
concurrencia. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios Judiciales) 


(Ingresa a Sala una delegación de Cuidadoras del INAU) 


Damos la bienvenida a la delegación de Cuidadoras del INAU, integrada por las señoras Lury Alonso, 
Rosa Pérez y Elba Lezcano y al asesor legal, doctor Sergio Rodríguez Heredia. 


SEÑOR RODRÍGUEZ HEREDIA.- Agradecemos que nos hayan incluido en la agenda de la Comisión. 
Vamos a ir directamente a la fundamentación de la propuesta que hicimos llegar por "email". También 
aprovechamos esta ocasión y ya dejamos la fotocopia de un expediente administrativo que contiene 
antecedentes muy valiosos. Se trata de documentos que emanan del propio INAU. 


Últimamente, muchos Representantes se han interiorizado de la situación de las cuidadoras del INAU. Esta 
es una de las formas de cobertura de tiempo completo de esta institución con la particularidad de que no está 
regulada. Con el paso de los años, se le concedieron beneficios laborales. Inicialmente, en la década del 
cuarenta, se le concedió derecho jubilatorio. Luego, se le instituyó un sueldo. Hoy, un recibo de sueldo consta 
de los siguientes ítems: prima por antigijedad, retribución -que es el sueldo- y víveres, que es el dinero 
destinado a los gastos para la manutención de los menores que tienen a su cargo. Hogar constituido no lo 
perciben en todos los casos. Se le hacen los descuentos correspondientes a Montepío y al FONASA, ya que 
están incluidas por el literal c) del artículo 2” de la Ley_N* 18.131. 


En la propuesta planteamos tres puntos. 


En primer lugar, otorgar un aumento sustantivo del sueldo. El último aumento fue hace seis años. Hoy, está 
fijado en el 120% de una base de prestaciones y contribuciones y se actualiza de conformidad a ella, lo que es 
bastante lento. Esto corresponde a $ 2.670 por niño. Este dinero se multiplica por el número de niños que 
tenga a su cargo. En promedio, a nivel país, las cuidadoras tienen tres o cuatro niños cada una. En este 
sistema que se llama acogimiento familiar existen 350 cuidadoras, que tienen a su cargo alrededor de 1.200 
menores en situación de abandono por diversos motivos en los cuales sus vínculos parentales biológicos no 
pudieron hacerse cargo. 


Entendemos que es oportuno y pertinente utilizar la facultad conferida por el artículo 391 de la Ley 

N? 15.809 que habilita -según el texto dado por una norma posterior- a llevar el ingreso de la cuidadora hasta 
150% de la base de prestaciones y contribuciones, que sería aproximadamente $ 3.330. Así habría una 
variación sustantiva para el ingreso de esta importante actividad que desarrollan las cuidadoras sacando niños 
y adolescentes de la situación de calle, y de la exposición a diferentes problemas que hoy la juventud nos 
presenta. Todos conocemos la realidad de la minoridad infractora y de la niñez en situación de pleno 
abandono. Esta familia le proporciona un entorno saludable y así se crían hasta los dieciocho años. Inclusive, 
después de esa edad, continúan viviendo en la casa de la cuidadora. Yo tengo treinta y dos años y sigo 
viviendo en la casa de mi cuidadora. Como mi caso, hay una gran cantidad que mantienen el amparo de la 
familia porque la parte biológica se desvinculó en forma definitiva. 


El artículo 2” de la propuesta tiene que ver con lo que se llama la prima por atención directa. Es un beneficio 
establecido por la Ley N* 16.002 y se le paga a los funcionarios del INAU que tienen trato directo con 
menores. Por ejemplo, los funcionarios de los hogares reciben el 20% de su sueldo como una prima especial 
por tener trato directo con menores y los funcionarios de oficina no lo deberían tener, de acuerdo con el 
espíritu de la norma. Nunca entendimos por qué las cuidadoras no reciben ese beneficio. Ellas están las 
veinticuatro horas de los trescientos sesenta y cinco días del año con los chicos, pero nunca se lea concedió el 
20% de su sueldo, de la misma manera y con el mismo espíritu que se da a los funcionarios de la institución. 


Asimismo, la norma que instituyó dicho beneficio refiere al personal de la institución o al personal del 
organismo, y no a que deba ser funcionario público o a un vínculo especial que se deba tener. Entonces, 
entendemos que desde el punto de vista terminológico ni siquiera hay que forzar la redacción de la norma 
para habilitar que las cuidadoras tengan la posibilidad de gozar de ese beneficio que tienen los funcionarios. 


El artículo 3" tiene que ver con los derechos jubilatorios de las cuidadoras. A pesar de que el INAU sostenga 
que no son trabajadoras -el organismo está sosteniendo en treinta y tres juicios en trámite que son 
voluntarias-, generan derechos jubilatorios. Acá está presente una cuidadora jubilada que se jubiló sumando 
dieciocho años como cuidadora. El artículo 55 de la Ley N* 12.996 establece que las cuidadoras del entonces 
Consejo del Niño iban a generar derechos jubilatorios por la totalidad de las sumas que percibían. Muy 
inteligentemente el legislador de aquella época, ya estaba dando a entender que la cuidadora iba a recibir, por 
un lado, sueldo y, por otro, dinero para los niños. Entonces, tal como existen regímenes bonificados - 
trabajando cuatro años se generan cinco-, en este caso el legislador pensó que la manera de beneficiar a la 
cuidadora sería tomar en cuenta todo el dinero que recibe para computar la jubilación. 


Hoy por hoy, de esos ingresos que mencioné al principio se toman en cuenta para la jubilación la retribución 
cuidadora, el hogar constituido y la antigúedad; de la suma de esos tres elementos se descuenta el Montepío. 
Nosotros entendemos que es válido, legítimo y puede ser pertinente y hasta oportuno que se tomen en cuenta 
todos los dineros que reciben, lo que incluiría la prima de víveres, que es de aproximadamente $ 2.000 por 
niño, y de la suma total se calcule el descuento del Montepío. Eso significaría un aumento sensible para las 
cuidadoras. 


Tengo en mi poder un recibo de una cuidadora jubilada que tuvo tres niños en promedio a lo largo de sus 
dieciocho años de trabajo y tiene una jubilación de $ 4.800, que ni siquiera llega a un salario mínimo. 
Entendemos que hay muchísimas personas, muchos colectivos que están en una situación peor, pero hay que 
valorar el aporte que hace una cuidadora desde el punto de vista social apartando a niños en situación de 
abandono y de vulnerabilidad de una situación de exposición al riesgo y a la violencia que se vive en la 
sociedad. 


Esta es la explicación y la fundamentación de nuestra propuesta. Estamos abiertos a contestar las preguntas 
que quieran formular los señores Representantes. 


SEÑOR ABDALA.- Hace pocos días, compareció en el ámbito de la Comisión de Seguridad Social otro 
grupo a los efectos de plantear esta misma situación y el reclamo general, primigenio, que tiene que ver 
con el reconocimiento de las cuidadoras como trabajadoras dependientes que, en definitiva, es lo que se 
está ventilando en la Justicia, con sentencias que, según tenemos entendido, han sido contradictorias: 
se han ganado juicios en primera instancia; algunas sentencias fueron revocadas en segunda instancia. 
De todos modos, eso no resuelve la conflictividad; por el contrario, la profundiza. Nos consta que en el 
INAU hay conciencia de esta situación. Es un tema que se arrastra por lo menos desde el período 
pasado, tal vez desde antes pero ya en las instancias presupuestales de la Legislatura anterior lo 
debatimos con el Directorio que en ese entonces era presidido por el señor Giorgi que, además, impulsó 
un sistema de acogimiento paralelo a este que, en algún sentido, iba a convivir con este pero, en los 
hechos, lo fue sustituyendo. 


Creo que todos reconocemos la importante función que han cumplido las cuidadoras a través del tiempo. Han 
hecho un aporte de enorme significación que, sin duda, ha aliviado al INAU en el cumplimiento de sus 
cometidos y, en muchos aspectos, ha implicado la salvación del organismo en cuanto a poder realizar con 
cabalidad su actividad. 


Nosotros vamos a replantear el tema cuando comparezcan las autoridades. Ya lo hemos hablado con el 
Presidente del actual Directorio y, con total honestidad intelectual, debo decir que el doctor Salsamendi ha 
trasmitido preocupación por este asunto; de manera que vamos a procurar que el Parlamento pueda colaborar 
en una función que también le cabe, que es la de intermediar con las autoridades o intentar buscar caminos de 
solución, porque nos parece que el reclamo es justo, a tal punto que ha encontrado eco en el propio Poder 
Judicial, que es quien aplica la ley y hace justicia. Yo creo que la delegación aquí presente viene de una etapa 
de angustia innecesaria que fue la que se pasó durante el período pasado. Así como reconozco en el doctor 
Salsamendi una actitud sensible y receptiva a los planteos y de reconocer los problemas cuando existen, en el 
período pasado esto fue bastante más tormentoso, bastante más difícil, y estoy convencido de que hubo una 
actitud bastante más cerrada de parte de las autoridades de la época. Espero que, en función del nuevo 
escenario, podamos encontrar caminos para contemplar, aunque más no sea, el tema central, y todas las 
demás reivindicaciones eventualmente también se podrán analizar. 


SEÑOR BERNINI.- La verdad es que este es un tema muy sensible y entiendo que las reivindicaciones 
que se han planteado son ajustadas. Obviamente, vamos a tener que analizarlas en el contexto de una 
Rendición de Cuentas que implica cierta austeridad en materia de incremento del gasto. Ustedes como 
espectadores lo pueden visualizar diariamente a través de la prensa, a través de los dichos del Poder 
Ejecutivo y de los intercambios políticos que realizamos. 


Me sumo a la valoración respecto de la importancia social que tienen las cuidadoras. Obviamente, no voy a 
opinar sobre las resoluciones del Poder Judicial, aunque son contradictorias y objetivamente creemos que el 
mejor camino es el del diálogo y la búsqueda de entendimiento. Cuando la Justicia no puede arribar a 
soluciones blanco o negro, normalmente hay que tratar de transcenderla y buscar alternativas. Por tanto, 
adhiero a las palabras del señor Diputado Abdala en el sentido de que el Parlamento está dispuesto a trabajar 
para buscar alternativas. 


Este sistema no es nuevo en el Uruguay. Como bien decía el doctor Rodríguez, se pone en práctica a partir de 
la década del cuarenta y desde esa época el vínculo laboral ha sido al menos confuso y ha provocado 
situaciones de este tipo. Objetivamente como sociedad tenemos que valorar mucho lo que ha significado el 
rol de las cuidadoras en la historia de nuestro país. Por tanto, no dejo de asumir también que, 
independientemente de las alternativas de la Rendición de Cuentas, que son muy puntuales, tenemos que 
apostar a construir un diálogo que busque soluciones lo más aproximadas posible a la justicia. 


SEÑOR GROBA.- Nos sentimos comprendidos en lo que señor Diputado Bernini acaba de mencionar. 
Según nuestras informaciones, esta figura existe desde la década del cuarenta. Sin perjuicio de que se 
han logrado avances por la movilización que ustedes han hecho y que vienen haciendo, nosotros 
replantearemos el tema y sabemos que hay voluntad -conocemos el pensamiento del doctor Salsamendi 
a este repecto- de analizarlo en profundidad. Creo que es una actividad que merece atención -no voy a 
abundar en detalles; fue bien explicado por ustedes- y estas trabajadoras, que en estos días y en estas 
horas cumplen una función social muy importante, deben recibir el beneficio y el reconocimiento 


correspondientes. Siempre han desempeñado una función trascendente, pero como ustedes han 
explicado bien, creo que merecen una atención especial por la situación que actualmente existe en 
nuestro país con respecto a la minoridad. Por lo tanto, vamos a replantear el tema. Estamos a las 
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órdenes y veremos qué resultado podemos obtener en esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR GANDINI.- Nuestra posición ya se conoce. Queremos reiterar que todos queremos resolver el 
problema, pero no se resuelve; esa es la verdad. Esta es una situación muy atípica; no son empresa, no 
son unipersonales, no son dependientes. ¿Qué son? 


Algunas situaciones similares se han ido corrigiendo. Los contratos caché del Ministerio de Educación y 
Cultura era una cosa rara. El Estado contrataba un artista o un periodista, no tenía relación de dependencia, 
no pagaba BPS, pero tampoco era una empresa. Hoy, se corrigió. La misma situación se daba con la 
Secretaría de los legisladores que, en algunos casos, llegó a juicio. Hoy, se corrigió. Este es uno de los temas 
pendientes de una relación laboral extraña, sui géneris, que debemos resolver. 


El último Presupuesto desarrolló cinco figuras contractuales. Allí se agruparon todas las relaciones que el 
Estado tiene con sus vínculos laborales. Esta Rendición de Cuentas, a mi juicio, trae cuatro categorías nuevas 
-se llegará a nueve-, a medida. Son situaciones que no entran en ninguna de las categorías generales. 
Entonces, hay que hacerlas a medida; habrá que verlo. 


Creo que acá hay dos temas. Uno, los derechos adquiridos hacia el pasado y, otro, cuál es la relación laboral 
hacia el futuro. La del pasado ya está en litigio; la del futuro la tenemos que resolver nosotros, porque 
mientras el pasado está en litigio, el presente no se resuelve y también estamos generando a futuro una 
situación que se extiende; eso depende de nosotros. 


Aspiro a que en los espacios paralelos de discusión que tiene la Comisión, podamos encontrar una solución a 
futuro a estos temas, similar a la de las categorías laborales que la Rendición de Cuentas va consagrando. 
Eventualmente, lo consultaremos con los interesados a ver si llenan las expectativas a futuro. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quisiera hacer dos acotaciones. 


En primer lugar, el hecho de exponer a 180 cuidadoras por realizar juicios laborales al INAU no fue una 
decisión que se tomó de manera intempestiva o de una semana para la otra. Fue el resultado de diez años, 
como mínimo, de gestiones, de reuniones con los Directorios de todos los partidos que han transitado por la 
administración del INAU, del INAME y hasta me animaría a decir del Consejo del Niño. Hay cuidadoras, 
inclusive fallecidas, que han participado de antiguas movilizaciones en los últimos años de la década del 
ochenta y siempre han tenido la misma respuesta. Siempre se les ha dicho, con total honestidad, que son una 
parte importante de la institución; se les ha dicho que son la mejor respuesta que podemos dar, desde el punto 
de vista cualitativo, a la minoridad abandonada. 


La tendencia mundial, lo que está recomendando UNICEF y Naciones Unidas, es tratar de que cada vez haya 
menos hogares institucionales, esos en donde las personas marcan tarjeta, están seis horas y se van. La idea 
es eliminarlos y que el menor abandonado esté en el entorno de una familia, que tenga una figura de padre y 
madre. Esto es lo que ofrecen las cuidadoras. Ponen sus casas a disposición de la institución, pero a veces 
tienen problemas de estructura que deben costear ellas o problemas de otro tipo que también tienen que 
costear. Están ofreciendo calidad de atención humana y un entorno familiar, la mayoría de las veces 
saludable. Como en todos los sistemas, a veces hay excepciones y puede haber algún inconveniente, pero es 
muy puntual. 


La segunda acotación es un llamado de atención sobre la particularidad que tiene esta función. Si se va a 
considerar como trabajadoras a las cuidadoras, sería un trabajo especial porque no tendrían licencia. Hay un 
consenso de las cuidadoras en el sentido de firmar un contrato colectivo que establezca que no quieren 
licencia. Esos veinte días que todo trabajador tiene no le sirve a los niños porque pierden el contacto con esa 
familia y no es lo que se busca desde el punto de vista psicológico. Se los tendría que volver a la 
institucionalidad, con otra cuidadora. Por lo tanto, están totalmente dispuestas a aceptar un régimen especial 
de trabajo, sin licencia. La continuidad del vínculo menor-cuidadora es parte de la calidad. 


Este es un dato menor sobre una posible y ojalá pronta solución a la problemática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación. Los tendremos al tanto. 


(Se retira de Sala una delegación de cuidadoras del INAU) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Coordinadora Nacional de Sindicatos Policiales) 


La Comisión da la bienvenida a la Coordinadora Nacional de Sindicatos Policiales, integrada por su 
Presidente, señor Jorge Molina, por su Vicepresidente, señor Julio Pereira, por el señor Raúl Pereira y por el 
contador Gavino Oliveira. 


SEÑOR PEREIRA.- Agradecemos la deferencia al recibirnos en el día de hoy. 


La Coordinadora Nacional de Sindicatos Policiales está integrada por varios departamentos. Nos trae aquí la 
preocupación surgida a partir del aumento que está previsto para el año 2012. De acuerdo con nuestras 
proyecciones de los índices inflacionarios, quisiéramos que se tenga en cuenta un cambio en los porcentajes 
previstos. Estamos solicitando algo que ya fue aprobado en el Presupuesto Nacional. Consideramos que el 
aumento de un 7%, previsto para el año 2012, ya estaría por debajo de esos índices inflacionarios, por lo que 
solicitamos que pase para el año 2014, y el 12%, previsto para el 2014, se otorgue a partir de 2012. 


Además de lo que ya argumentamos, hay que tener en cuenta la rebaja en los ingresos de los funcionarios 
policiales debido a que se han retirado servicios 222, ya que no solo ha disminuido la cantidad de horas, con 
lo que estamos de acuerdo. Luego de la aprobación del Presupuesto Nacional, en algunos departamentos, por 
ejemplo, Maldonado -donde se ha sentido mucho- y Canelones, a partir de enero, se retiró una gran cantidad 
de servicios 222 en lugares privados. Debido a eso, muchos funcionarios pasaron a cumplir servicios 222 en 
los lugares públicos, por ejemplo, bancos. Esto redujo la cantidad de días asignados que tenían esos 
funcionarios, generando una disminución de los ingresos. 


SEÑOR OLIVEIRA.- Entendemos que en esta Rendición de Cuentas no se deben incrementar los 
salarios y que existe una pelea muy dura para combatir la inflación. Estamos totalmente de acuerdo 
con esa línea, y por ello, se propone un intercambio de porcentajes, de modo que, al final del período, 
no haya un incremento en los montos. 


Creemos que es importante resaltar el momento histórico en que se establecen los porcentajes de 
incrementos. En ese momento, el equipo económico determina los porcentajes en función del contexto y de 
un conjunto de proyecciones basadas en la inflación prevista. 


El incremento del 12% previsto para el 1-1-2011 contiene para todo el 2011 una cuota que correspondería a 
la franja de poder adquisitivo proyectado y otra de recuperación salarial, siguiendo la política del Gobierno. 
Lo que sucede es que la franja de inflación proyectada se viene dando a la baja, y el Gobierno viene haciendo 
correcciones continuamente. Las proyecciones se ajustan al alza todo el tiempo, ya estamos con un cuatro y 
pico por ciento acumulado en el semestre -creo que cerró 8,61 en junio la inflación anualizada-, y claramente, 
habrá un desfase de dos o tres por ciento. Por lo tanto, intercambiar los porcentajes sería un buen mecanismo 
para que, en 2012, el funcionario policial no se vea más perjudicado. 


Inclusive, los incrementos que se han dado se centran en alimentos, bebidas no alcohólicas y salud, que es lo 
que se consume mayoritariamente. 


Además, a todo esto, debemos agregar la pérdida natural provocada por la inflación. Se da el incremento, se 
mantiene por un período, los precios siguen creciendo y se sigue perdiendo poder adquisitivo. 


Por otro lado, mirando las proyecciones de crecimiento hechas por del Gobierno -que es más austero del que 
se prevé-, quizás, en los años 2013 o 2014 habrá una inflación acompañada por ese crecimiento más austero. 
Por lo tanto, no se requeriría un porcentaje de recuperación salarial tan grande. Por ello, creemos que sería 
una buena medida que el porcentaje fuerte de 2014 sea aplicado en 2012, a efectos de frenar la pérdida de 
poder adquisitivo. 


SEÑOR GANDINI.- Si yo entendí bien, se hace referencia al artículo 207 de la ley de Presupuesto que 
establece los incrementos salariales para el escalafón L "Policial" grados 1 al 6, que es el 7% al que se 
hace referencia. Pero tenemos que ver el artículo 4% de la ley de Presupuesto, que establece la 
adecuación anual de las remuneraciones de todos los funcionarios públicos comprendidos en los 
Incisos 02 al 15, que supongo también afecta a los funcionarios del escalafón L "Policial". El artículo 4” 
dice que el Poder Ejecutivo adecuará anualmente en las remuneraciones de los funcionarios 
comprendidos en los Incisos 02 al 15 con el propósito de mantener el poder adquisitivo del trabajador 
público sin perjuicio de los incrementos adicionales particulares que se encuentren financiados en las 
normas presupuestales correspondientes efectuándose la próxima adecuación el 1” de enero de 2011. 


Entiendo que estos dos artículos se complementan, que hay un mecanismo establecido en el artículo 4* que 
rige para todos los funcionarios, que no los distingue -por lo menos, en el primer inciso- según el escalafón. 
Entonces, hay un régimen de adecuación; luego, los incisos siguientes determinarán cómo será aplicado para 
todos. El 7% al que se hace referencia es un incremento adicional particular. Hay una adecuación para todos 
y hay normas específicas que, en un caso, incrementan unos o incrementan otros. 


Entiendo -no estoy seguro de lo que estoy diciendo; lo estoy consultando- que los artículos 4” y 207 estarían 
generando, respectivamente, un ajuste según la inflación, como sucede para todos los funcionarios públicos, 
y un incremento adicional del 7%. 


No sé si algún otro señor Diputado que esté más empapado en el tema tiene una opinión diferente o si los 
propios integrantes de la delegación han analizado el tema desde este punto de vista. 


SEÑOR ASTTI.- Cuando nos anotamos para hacer uso de la palabra, íbamos a hacer una aclaración con 
respecto al artículo 4”. Coincidimos con la interpretación que hace el señor Diputado Gandini; no 
queda ninguna duda. Esto fue muy discutido, tratando de asegurar que no hubiera, bajo ninguna 
forma, pérdida de valor adquisitivo de todos los salarios públicos, y la fórmula que definitivamente 
quedó redactada lo asegura. Inclusive, se ajusta, teniendo en cuenta las diferencias que hay entre las 
proyecciones oficiales y las que luego resultan en cada período del ajuste de precios o del índice de 
precios real que se haya dado. 


Por lo tanto, queremos dar tranquilidad a la delegación sobre algunos de los reclamos que nos están haciendo. 
No hay duda de que el 1” de enero de 2012 se ajustará la diferencia de previsión de inflación que se hubiera 
dado en el período anterior, y así sucesivamente, en cada uno de los años. 


Quería hacer un simple comentario sobre la propuesta de alterar los porcentajes de aumentos. Eso tendría 
incidencia en el volumen total del gasto público, el que, a su vez, significaría una mayor presión inflacionaria 
que, en definitiva, perjudicaría al conjunto de la población, incluidos los funcionarios policiales, quienes 
también tendrían este impuesto tan injusto y regresivo, como es la inflación, de alguna manera, descontando 
algo de los aumentos que, muy justamente, se han otorgado, en particular, a todo el escalafón policial en este 
Presupuesto y durante todo el período de Gobierno, de manera de incrementar fuertemente las retribuciones 
absolutamente insuficientes que tenían los funcionarios policiales. 


También quería mencionar que, en cuanto al tema de las horas del 222, tuvieron un aumento muy importante 
en el valor-hora en las dos categorías de mayor riesgo: las instituciones financieras y las actividades 
deportivas. Tal como nos demostraran las autoridades del Ministerio del Interior, dicho incremento no 
significaba una pérdida de ingreso laboral para los funcionarios públicos y sí una mejor calidad de vida a 
través de la disminución de las horas de trabajo que esto implicaba. 


SEÑOR PEREIRA.- En cuanto al artículo 4*, si bien hace referencia a rasgos generales, ya nos ha 
pasado en la Administración anterior que estaban por encima de los aumentos que se había dado a la 
Policía y no calificaban para un posible aumento en el cierre del período. Sin embargo, gracias al 
entonces Ministro García, se logró incorporar un aumento que no estaba previsto para la Policía. 
Hacemos este planteo porque no está muy claro y porque, como funcionarios públicos que somos, 
tampoco tenemos otros beneficios, como el pago de la nocturnidad y el salario vacacional. 


Por otra parte, se mantiene incambiado el tema del equipamiento policial. Los funcionarios policiales se 
siguen comprando el equipamiento. Un equipo de esposas sale $ 750. Si sumamos el correaje, el funcionario 
que hoy está egresando de las escuelas departamentales de Policía, al salir a la calle a realizar el servicio, ya 
tiene una deuda de $ 2.500. Eso no lo proporciona el Ministerio del Interior; sigue saliendo del bolsillo del 
funcionario policial. En varios departamentos, tenemos funcionarios que están terminando la formación y ya 
están saliendo con una deuda, porque son implementos básicos. Si un policía no tiene esposas y no se las 
proporciona el Ministerio, es difícil poder trabajar. La situación se mantiene incambiada en ese sentido. 


Por lo tanto, lo que nosotros planteamos acá es simplemente un cambio en los porcentajes. No estamos 
pidiendo algo que no está previsto. Pedimos que los porcentajes para el año 2014 se den en 2012, y que los 
de 2012 se den en el 2014, para contemplar todo lo que ha sucedido. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Asti, los que hacemos el 222 tenemos discrepancias, porque se 
han levantado servicios, más de treinta en algunos departamentos, y más de cuarenta solo en cadenas de 
supermercados en un departamento. En ese caso, de la noche a la mañana, desde el mes de enero, los 
funcionarios se quedaron sin esos lugares de trabajo y sin un ingreso de $ 8.000 o $ 9.000 por mes, en zonas 
turísticas, donde se pagaba más. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer una pregunta muy concreta. 


El razonamiento que yo hacía era que al porcentaje de aumento extraordinario para la Policía, establecido en 
el artículo 207, se suma al del artículo 4%, que dice que al 1? de enero todos los funcionarios públicos tendrán 
un incremento por el ajuste del IPC. Por lo tanto, ya se debió haber aplicado en el año en curso y lo que 
establece es un 12%. 


Mi pregunta es si, además del ajuste que recibieron todos los funcionarios públicos el 1” de enero, los Grados 
l al 5 recibieron un 12%; del Grado 6, Suboficial Mayor, un 12%; el Grado VI, Oficial Subayudante, un 9%, 
y así sucesivamente todos los que están definidos. Si recibieron eso, ahora recibirán el ajuste por inflación -es 
la preocupación que tiene la delegación-, más un 7%. La pregunta es si esto ya tiene un antecedente, porque 
el proyecto dispone que empiece a regir en el año en curso. Una segunda cuestión aclaratoria: sin hacer 
juicios sobre la propuesta que hacen de cambiar el ajuste de un año por otro, queri decir que no es meramente 
cambiar un porcentaje. Si miran, el mismo artículo 207, más abajo verán que establece las partidas para poder 
cumplir con esa obligación, de $ 1.165:000.000 para 2011 y de $ 2.198:000.000 para 2015. Cambiar los 
porcentajes de lugar implica estar incorporando en esta Rendición de Cuentas no solo el cambio de 
porcentajes, sino, aproximadamente, $ 1.000:000.000 para poder hacerlo efectivo. Si no, vamos a cambiar el 
número, pero no van a cobrar, porque plata, no va a haber. 


Por último, en materia del 222, consultamos al señor Ministro del Interior cuando estuvo aquí sobre la menor 
atención y sobre la incidencia de la rebaja de horas que esta misma Ley de Presupuestos establece en el 
artículo 206: ciento cincuenta horas máximas por policía para 2011. El señor Ministro -pueden acceder a la 
versión taquigráfica- entendió era efecto, básicamente, de la corrupción en el 222, y lo refirió a una impresión 
que tiene y a algunos elementos, en el sentido de que, antes, había muchas horas facturadas que no se hacían, 
porque dijo que ahora hay más policías que pueden hacer el 222, hay menos servicios -porque se levantaron 
algunos-, y no se logra cumplir con todos. Dijo que la única explicación es que antes se facturaran más horas. 
Eso llevó a un diálogo que podrán leer en la versión taquigráfica. Yo le dije que era muy grave y que se 
parecía mucho a lo del Hospital Maciel, donde se facturaban horas al Estado que no se hacían, por lo que hay 
gente procesada, y se nos dijo que había sumarios, investigaciones, denuncias penales y denuncias ante el 
Juzgado para el Crimen Organizado. Lo señalo, porque este tema no estuvo ausente de la discusión en la 
Comisión con el señor Ministro; ustedes lo podrán leer, y podremos seguir profundizando el asunto. A 
nosotros nos preocupa. No hay personal de empresas de seguridad que esté preparado y equipado para 
atender los requerimientos de una sociedad cada vez más agredida y, por lo visto, no hay funcionarios 
policiales para atender todo lo que antes se atendía 


Si bien la medida del 222 es correcta en cuanto disminuir la cantidad de horas que hace un policía y 
compensarlo económicamente, la preocupación está vigente. De alguna manera, el señor Ministro también 
aportó información con relación a esta nueva modalidad de policía eventual. Se estaría capacitando personal 
para atender los bancos o las instituciones financieras, siguiendo un camino que habría empezado a recorrer 
el Banco de la República. Además, en el ámbito de la negociación y el acuerdo, está la contratación de 


policías eventuales para dar servicios -que antes brindaba el 222- a la Intendencia de Montevideo, que 
pagaría la Comuna. Se trata de una nueva modalidad, la del policía eventual, figura que no conozco bien y 
que después analizaremos. 


SEÑOR ABDALA.- Agrego una sola pregunta concreta que también tiene que ver con el servicio 222, 
que fuera mencionado por la Coordinadora Nacional de Sindicatos Policiales. Este fue un tema de 
análisis en la instancia presupuestal del año pasado cuando se propuso y se debatió la solución que 
finalmente se aprobó con los votos de todos los partidos. Me refiero a la salarización del 222 y la 
disminución de horas de actividad de la Policía por ese concepto. 


Uno de los temas en discusión era la proyección de esa solución en términos del ingreso del policía. Aunque 
más no sea para salarizar ese componente y dotarlo de aportes a la Seguridad Social, ya representa una 
mejora; nadie lo desconoce. Pero se discutía si en el balance, si en lo que se lleva el policía para la casa todos 
los meses, iba a generar una diferencia. Aquí, el Poder Ejecutivo nos aseguró que no, que en el menos 
conveniente de los casos, se iba a producir una situación de empate y que, según los grados, podría haber una 
mejora adicional a la que ya representa -nadie lo duda- la incorporación al salario. 


Entonces, me gustaría tener una evaluación con respecto a ese tema, porque se supone que rige desde el 1” de 
enero de este año y se ha aplicado con la Ley de Presupuesto. 


SEÑOR MOLINA.- El 222 representa un problema que viene desde hace muchos años. Si bien los 
policías estaban cobrando, por ejemplo, en el área metropolitana, un promedio de $ 8.000 por horas del 
Servicio 222, actualmente, ese dinero no lo recibe al mes por el aumento otorgado. Si hacemos un 
cálculo, es muy difícil que podamos tener $ 8.000 de aumento durante el quinquenio. 


En cuanto al Servicio 222, debemos dejar claro que cada Unidad Ejecutora del Ministerio del Interior maneja 
los rubros, algo que ha generado presuntos hechos de corrupción. Nosotros, como sindicato -lo saben los 
señores Diputados-, siempre hemos pedido que se investigara adecuadamente. Como decía el señor Diputado, 
hemos comprobado horas facturadas de más. Celebramos que el señor Ministro haya hecho las denuncias 
correspondientes, porque nosotros lo habíamos adelantado desde hace meses. 


En realidad, tendría que haber una oficina central para controlar el Servicio 222 y para que no se generaran 
hechos de corrupción. Debemos saber que, si bien ha habido buenos aumentos en lo que va del quinquenio, el 
policía todavía sigue viviendo del Servicio 222, porque está muy endeudado, algo que viene de hace muchos 
años. Por más que gane $ 8.000 o un poco más, casi siempre está cobrando menos. Eso se ha producido 
porque venimos con una rebaja salarial de hace muchos años. 


Reitero que, para evitar los presuntos hechos de corrupción en el Servicio 222, pedimos que se centralice en 
el Ministerio del Interior una oficina que controle todo. No debemos olvidar que, además del Servicio 222, se 
cobra una supervisión de un 10% y, muchas veces, el oficial o el Comisario no ve las condiciones de trabajo 
de su personal. Me refiero a controlar si tiene chaleco antibalas, el arma adecuada para cumplir con los 
servicios de recaudación de caudales, etcétera. No solo hay presuntos hechos de corrupción en lo que 
concierne al personal subalterno, sino también en los oficiales, quienes, muchas veces, cobran más de 10%. 


Debemos señalar que hay compañeros de Artigas que no hacen las mismas horas que los policías del área 
metropolitana o de Maldonado y que, muchas veces, son olvidados. 


SEÑOR BERNINI.- En primer lugar, les damos la bienvenida y estamos naturalizando que haya un 
sindicato que represente a los policías, participando en el Parlamento Nacional, planteando sus 
reivindicaciones y sus puntos de vista. Lo vemos como algo natural, pero, objetivamente, no es tan así 
en la perspectiva histórica de la vida nacional. 


En segundo término, creo que el sindicato, los distintos legisladores y la opinión pública en general, tienen 
una visión con respecto al rezago histórico de la situación, de las condiciones de trabajo y del salario del 
personal policial. Simultáneamente, podemos hacer una valoración -creo que debe ser compartida- con 
respecto a las mejoras que se han venido introduciendo en materia de salario. 


Como bien decía el señor Presidente del sindicato, ese resabio va a costar, y como la progresividad es el 
mecanismo que se ha utilizado en función de la capacidad de gasto del Estado, ello implica tiempo. Todos 
sabemos que cuando hay que gastar más de lo que ingresa para sobrevivir, se va acumulando endeudamiento. 
En ese sentido, me preocupé mucho y traté de hacer gestiones sobre las líneas de crédito que tiene el Banco 
de la República para atender al personal policial, a través de un convenio firmado durante el Gobierno 
anterior con el Ministerio del Interior. La idea es estudiar caso a caso las situaciones de exposición por 
sobreendeudamiento y buscar alternativas de financiamiento a partir de créditos refinanciados, dilatados en el 
tiempo, de manera de achicar las cuotas, para que, mes a mes, pueda haber un poquito más plata en el bolsillo 
del personal policial. Por lo tanto, me gustaría saber cómo está eso y qué perspectivas tienen en ese sentido. 
Creo que el Servicio 222 debe haber sido una de las perversidades más grandes de la función pública. Desde 
el punto de vista de la calidad de vida, es imposible que una persona pueda vivir trabajando dieciocho horas 
por día, sobre todo desempeñando una tarea tan delicada como la vinculada a la seguridad pública. También 
creo que todos estamos de acuerdo en que había que eliminar esa perversidad. El arte en todo esto era que esa 
eliminación no significara una pérdida objetiva en el bolsillo de los trabajadores de la Policía que no tenían 
otra opción que trabajar dieciocho horas por día para tener, mínimamente, un ingreso con el que pudieran 
llegar a fin de mes. 


También es cierto que la forma en que se pagaba el Servicio 222 invitaba, de por sí, a la corrupción. Todos 
sabemos —por lo menos, los que nos hemos informado- que muchas veces la posibilidad de que un 
subalterno de la Policía hiciera un 222 pasaba por el hígado del oficial a cargo. También pasaba por el premio 
y castigo, lo que a veces no era objetivo sino subjetivo. Y si a eso le agregamos que se quedaban con un 
porcentaje, creo que es muy difícil encontrar una perversidad mayor. Pero, obviamente, esas eran las reglas 
de juego. 


Ni que hablar que el 222 no hacía aportes a la seguridad social; recordémoslo, porque ahora lo tenemos 
naturalizado. Entonces, cuando llegaba el momento del retiro del policía, este se encontraba con que el 
promedio salarial por aportación no se veía reflejado en la pasividad que comenzaba a cobrar, porque ahora 
era bastante menos. El esfuerzo que se hizo en su momento fue el de empezar a aportar por tal concepto y 
creo que estamos avanzando. El problema es cómo hacemos para que esto signifique una mejora en el 
ingreso del trabajador y, a su vez, no se resienta el Servicio y ahí tenemos mucho para hacer todavía. 


Creo que el planteo que nos hacen —que me lo habían comunicado; atendí varias llamadas en ese sentido-, 
desde el punto de la vista de la lógica, es racional. El problema es cuánto implica del gasto inmediatamente y 
no dentro de la programación del gasto planteado por el Presupuesto quinquenal. Obviamente esa es una 
limitante. En la medida en que ya ha llegado el Mensaje del Poder Ejecutivo, esa limitante se acrecienta 
porque podría haberse planteado en la etapa de discusión dentro del Poder Ejecutivo y del intercambio con el 
Ministerio para ver si -no creo que en su totalidad por el volumen de gasto que implica- parcialmente se 
podía atender. 


Obviamente, el planteo es de recibo. No queremos generar expectativas porque no somos amigos de hacerlo 
cuando no vemos una posibilidad cierta. De cualquier manera, es saludable que trabajadores, nada más y 
nada menos que de un sector tan sensible y duro como es el trabajo en la función pública en materia de 
seguridad, tengan una voz para venir a aportarnos y que con ellos tengamos un intercambio y sigamos 
trabajando para lograr la mejora en la calidad de vida de decenas de miles de funcionarios en este caso. 


SEÑOR MOLINA.- Estamos de acuerdo con lo que se propuso sobre las gestiones relativas a los 
créditos. Eso viene marchando bien. Si bien esa fue una solución, lo que estamos esperando es que de 
aquí en adelante el policía no esté tan endeudado como ahora. Más allá de los aumentos de sueldo, todo 
esto genera una cadena que hace que siempre estemos endeudados. Entonces, quería contestar al 
Diputado que esa fue una solución que nos permitió levantar un poco la cabeza. 


Por otra parte, quería plantearles que recibimos un fax de FEMI. En apariencia nos quedaríamos sin cobertura 
médica porque Sanidad Policial estaría poniendo algunas exigencias más al pliego de licitación. 


Podríamos dejarles una copia del fax de FEMI, pero no tenemos el pliego de condiciones que está planteando 
la patronal. 


Estamos preocupados porque, como trabajadores, no hemos sido tenidos en cuenta para discutir los pliegos 
de condiciones. 


Pedimos a todos los Diputados que vean cómo se puede solucionar esto porque el 28 sería la licitación y el 
1%, aparentemente, nos estaríamos quedando sin servicio médico. 


SEÑOR PEREIRA (don Julio).- Quería agregar algo con respecto al cambio de porcentaje. 


Lo relativo a los atrasos en el pago de los Servicios 222 no solo se ha mantenido sino que se ha agravado. Por 
ejemplo, hay compañeros que en las últimas horas cobraron la segunda quincena de mayo y estamos 
terminando julio. Eso sigue generando problemas económicos en las familias porque los compañeros cuentan 
con un mes de servicio y se les paga una quincena. Lo peor de todo es que cuando llega el período de 
aguinaldos y el pago por el Servicio 222 tiene dos o tres meses de atraso, a veces, le pagan todo junto, 
sumando aguinaldo y salario. Ahí lo agarra el IRPF. O sea que la situación del policía es difícil. Por eso no 
venimos con delirios de plantear un porcentaje o un cambio porque evaluamos que la situación de la familia 
policial se mantiene incambiada, agravándose como lo mencionaba recién. A algunos compañeros hasta les 
habían cortado la luz y el agua. Y cuando les reinstalan esos servicios, les cobran una multa. Pero el Servicio 
de 222 que hicieron en mayo no se lo pagan con esos intereses. Entonces, esto es muy difícil. Si bien 
resaltamos los aumentos salariales que se están dando, que a veces hacen una diferencia año tras año, 
venimos de muchos años de situaciones económicas difíciles. 


Con respecto a ese préstamo que se mencionaba, cabe decir que los policías ya lo gastaron y se endeudaron 
de nuevo. A veces decimos que si se pidió un préstamo de ochenta y cuatro cuotas, ahora habría que pedir 
uno de doscientas. 


Además, hay policías que todavía viven en asentamientos, no tienen solucionado el tema de la vivienda. Si 
bien se están llevando adelante planes de cooperativas de vivienda a nivel sindical, etcétera, no son 
situaciones que se resuelvan a corto plazo y los alquileres todavía siguen altos. Estamos hablando de $ 5.000 
o $ 6.000 de alquiler, lo que representa un porcentaje interesante en el salario de un policía. 


Muchas gracias. 


SEÑOR IBARRA.- He escuchado con detenimiento las exposiciones. Si bien hay problemas con 
respecto al Servicio 222 y en lo que tiene que ver con los salarios, ahora se plantea lo relativo a la salud 
en el interior. 


Yo diría, que podríamos proceder como en otras oportunidades —quizás también habría que hacerlo con las 
delegaciones que ya estuvieron presentes-, remitiendo la versión taquigráfica del análisis que hace esta 
Comisión con las delegaciones a los Ministerios correspondientes. 


Al mismo tiempo, frente a este tema tan complejo, una vez que tengamos la versión taquigráfica y hayamos 
hecho el análisis correspondiente, deberíamos hacer las gestiones pertinentes ante el Ministerio para que las 
cosas estén claras. Más allá de que todos los temas son importantes, tendríamos que enfocarnos en este 
asunto que nos apremia en cuanto a la atención a la salud de los policías en el interior. 


SEÑOR BERNINI.- Como comentábamos con el Diputado Ibarra, el atraso en el pago del Servicio 222 
es como un mal endémico. Nos hemos interesado en ese tema y sabemos que muchas veces son los 
organismos del Estado que reciben ese servicio los que demoran el pago al Ministerio del Interior, y 
ello repercute en un atraso de esta Cartera. Es una situación muy delicada. 


Debemos considerar la posibilidad de hacer un llamado de atención en este sentido, no individualmente, sino 
como Comisión, porque es cierto que hay horas que se trabajan y que se cobran bastante después, a lo que se 
agrega que el pago termina acumulándose, lo que genera que se superen determinadas franjas del IRPF. Esto 
es una injusticia. 


Repito que adhiero al planteo del Diputado Ibarra en cuanto al llamado de atención por el pago de las horas 
del Servicio 222 trabajadas. 


SEÑOR GANDINL.- Compartimos esta preocupación y nos sumamos a la gestión que se realizará. 


El Diputado Ibarra decía que se harán las gestiones ante el Ministerio. Creemos que el tema del 222 merece 
una gestión de la Comisión y nos sumamos a esa idea con mucho gusto. Acompañamos las modificaciones 
que se han hecho vía presupuestal y legislativa con respecto al Servicio 222; por lo tanto, es una cuestión de 
orden sumarnos a este esfuerzo que se plantea. 


Estuve haciendo averiguaciones a partir de un comunicado que remitió la CONISIP con respecto al tema de 
FEML, y pude confirmar en forma verbal que las condiciones que pone Sanidad Policial son de tal naturaleza 
que desestimulan la presentación de las organizaciones mutuales del interior. Si la licitación se declarara 
desierta porque no resultara conveniente desde el punto de vista económico, algunos funcionarios policiales 
del interior del país podrían quedar sin esa opción de cobertura médica. 


Por último, quisiera asegurarme de que cuando el Diputado Ibarra hablaba de enviar la versión taquigráfica al 
Ministerio se refería al de Economía y Finanzas. Lo digo porque el planteo central que se hizo aquí consiste 
en cambiar el ajuste de un año por el de otro. De acuerdo con los números que hice en forma rápida, este 
ajuste implicaría sumar a este año unos US$ 50:000.000. Si desde el oficialismo se van a hacer gestiones para 
conseguir esos US$ 50:000.000 para este año, con la disminución correspondiente para 2014, me sumo a 
ellas; si se va a integrar una delegación con ese fin, yo quisiera integrarla, porque sin duda mi Partido quiere 
estar detrás de esto. 


SEÑOR ABDALA.- Se planteó el tema de los servicios médicos y quiero informar que me interesé por 
este asunto. El 14 de abril cursé un pedido de informes al Ministerio del Interior que me fue 
respondido el 16 de junio; lo pongo a disposición de la Comisión y de la CONASIP. La respuesta es 
algo ambigua: supuestamente, lo que se propone el nuevo llamado -esa es la explicación oficial de la 
demora- es ir hacia un esquema similar a la cuota FONASA, aproximando los servicios del Ministerio 
del Interior al régimen general. Esto no implica necesariamente incorporarlos al Sistema Nacional 
Integrado de Salud. 


El hecho es que se ha vivido una situación de angustia que aquí se describió. Se acumularon tres o cuatro 
meses de atraso en los pagos y en algunos departamentos se estuvo a punto de cortar los servicios; sé que en 
Rivera se vivió una situación particularmente conflictiva. En medio de eso, además, hubo observaciones del 
Tribunal de Cuentas, porque el Ministerio del Interior siguió actuando sin contrato ni convenio, lo que generó 
dificultades severas. 


En la respuesta -que repito que es de fecha 16 de junio- se me dice que se está confeccionando el pliego para 
el nuevo llamado. Lamentablemente, no pudimos conocer la respuesta del Ministro en su comparencia ante la 
Comisión esta semana porque, aunque lo planteamos, no dieron los tiempos. 


Quería adelantar esta información y ponerla a disposición de la Comisión y de la delegación que nos visita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos realizado algunas averiguaciones. Una de las dificultades que puede 
haber en los pliegos de esta licitación es que lo que oferta Sanidad Policial como cápita está por debajo 
de la que tiene el FONASA, lo que generaría una situación deficitaria para los servicios mutuales del 
interior. 


Por otro lado, de caer estos servicios, como el Hospital Policial no se encuentra en condiciones de cubrirlos 
en las policlínicas del interior, se generaría una situación de gran debilidad, sobre todo, para la familia 
policial del interior del país. 


Creo que a partir de las expresiones de los señores Diputados ha quedado claro que a la Comisión le 
preocupa este tema y que hará las gestiones del caso. 


SEÑOR OLIVEIRA.- Creo que los atrasos constituyen otro argumento más en este tema, porque 
obedecen a un problema estructural, burocrático de cada organismo. Esto implica una disminución de 
salario: la plata no vale lo mismo hoy que lo que valdrá mañana; hablamos de más plata que pierde el 
funcionario policial. 


Lo que pedimos no es un delirio. Según informes de la Facultad de Ciencias Económicas y de 
Administración, este mes cerró con 9,02% de inflación en los hogares más pobres, lo que afecta la 
alimentación, la vivienda y la salud. La inflación que sufro yo o la que sufre cualquiera de los presentes no es 
la misma que afronta la gran parte de la familia policial; la de ellos es mayor, implica más pérdida. 


Quizás no me compete decirlo, pero entiendo la postura que se sostiene. En mi área de trabajo a veces hay 
que ser duro y mantenerse en los límites en el otorgamiento de beneficios, pero no creo que lo que se pide en 
este caso sea un delirio, porque estamos hablando de un segmento de la población que a veces ni siquiera 
tiene plata para arreglarse los dientes. Por eso pienso que estaría bien que se reconsiderara este punto. 


SEÑOR MOLINA.- Queremos dejar en claro que sabemos que en este presupuesto hasta está previsto 
comprar helicópteros. Por otro lado, se realizan megaoperativos que pueden tener o no resultados pero 
nosotros, como sindicato, no los vemos adecuados y, además, implican gastos de combustible. Creo que 
en eso se está yendo un poco de dinero que podría destinarse a sueldos. Eso es lo que vemos; ese es el 
punto de vista que tenemos como sindicato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparencia de la delegación de la CONASIP. 


Se harán las gestiones pertinentes y, tal como propuso el Diputado Ibarra y fue respaldado por todos los 
miembros de la Comisión, la versión taquigráfica se hará llegar al Ministerio del Interior. 


(Se retira de Sala la delegación de la Coodinadora Nacional de Sindicatos Policiales) 


(Ingresa a Sala una delegación de representantes de la Asociación de Padres de Incapacitados Visuales o con 
Déficit Asociados, APEDEVIDA) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a las señoras Betina Silvera 
e Inés Claudino, representantes de la Asociación de Padres de Incapacitados Visuales o con Déficit 
Asociados, APEDEVIDA. 


SEÑORA SILVERA.- El tema primordial que queremos plantear es el de los chicos con discapacidad 
visual y déficit asociado. Acá tenemos un caso de baja visión con parálisis cerebral. Instituciones para 
ciegos hay, pero estamos hablando del que es ciego, tiene una baja visión o sordoceguera y otra 
limitación, motriz, visual, intelectual. El problema de estos chicos es que salen a los quince años de la 
escuela -mi hijo tiene diecisiete- y no hay ninguna institución pública a dónde puedan seguir yendo. 


Hace más de seis años que estamos trabajando con el Instituto General Artigas -ubicado en Camino 
Maldonado y Libia- para que se refaccione uno de los pabellones y puedan concurrir los niños que egresan de 
la escuela. El proyecto sobre el que estamos trabajando y que vamos a entregar a la Comisión se llama 
Proyecto de Transición a la Vida Adulta. Según el Director del Instituto General Artigas esa refacción tiene 
un costo de US$ 100.000. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas estaría en condiciones de aportar 
US$ 50.000 y el resto provendría de fondos del propio Instituto General Artigas, que es una institución 
privada intervenida por el Estado. 


El problema que tenemos tiene que ver con el equipo técnico. En la última reunión que tuvimos con la 
asesora de la entonces señora Ministra Vignoli —que fue el 15 de junio de este año-, se nos dijo que el 
mantenimiento de un equipo técnico tenía un costo de más de $ 200.000 mensuales, sin contar los aportes, 
que habían tenido un gran recorte presupuestal y que era prácticamente inviable. 


Ante esta situación, creemos importante destacar lo que implica tener a nuestros hijos con discapacidad 
severa en nuestra casa. En este momento están teniendo un claro ejemplo. Mi marido trabaja todo el día y yo 
tengo que andar con mis dos hijos, para lo que necesito ayuda que, en este caso, me la da Inés Claudino. Ella 
también tiene una hija con discapacidad, pero puede ir a la escuela integrada porque padece de una ceguera. 
Hace dos años que mi hijo salió de la escuela y que puedo tenerlo en la casa. Él tiene un caminador y una 
psicomotricista que podemos pagar, aunque con ayuda. Nosotros recibimos apoyo de una fundación -Perkins 
Internacional- que nos capacita, a los padres, a los maestros y a los técnicos respecto a cómo tratar a nuestros 
hijos. Ellos nos han enseñado que no tenemos que esconderlos, sino integrarlos. Que hoy esté acá con mi hijo 


o que viaje al interior con él -yo soy de Cerro Largo- es una integración, pero hay muchos padres que no 
pueden tenerlos en la casa, estimularlos ni salir siquiera a Pando con ellos, por los costos que tiene. Entonces, 
a partir de los quince años de edad, estos chicos terminan en los cotolengos o tirados en una cama. A muchas 
personas les están pagando para que envíen a sus hijos a la escuela, por la obligatoriedad de la escolarización, 
y tienen la opción de la secundaria. ¿Por qué para ellos no es tan obligatorio? Si van, está bien; si no lo 
hacen, no importa, porque se comprende que es un niño con una discapacidad severa. ¿Por qué ellos terminan 
la escuela a los 15 años -hablo de todos los que han salido de todas las escuelas: la de ciegos, la N* 200, 
etcétera-y no pueden continuar con su educación y su rehabilitación? ¿Es porque no votan? ¿Es porque no 
aportan? ¿Es porque el Estado ya les da $ 4.000, cuando la mitad se gasta solo en pañales? Doy solo este 
ejemplo; no les voy a hablar del resto, de lo que hace a toda la persona, es decir, de su medicación, su 
atención, su alimentación, el transporte, etcétera. A Dios gracias, nosotros podemos hacerlo porque tenemos 
una familia que nos ayuda, ya sea desde Melo como aquí en Montevideo. Pero muchos no pueden hacerlo. 


Ahora Inés les va a pasar el listado monumental de lo que precisamos, ya sea para remodelación como para el 
equipo técnico, para lo cual parece que no hay presupuesto. 


SEÑORA CLAUDINO.- Se necesitan los siguientes técnicos: una fisioterapeuta que trabajaría 20 
horas; una psicomotricista, también con 20 horas; un psicólogo, con 20 horas más 10 horas de clínica; 
dos facilitadores de 30 horas cada uno; un trabajador social con 20 horas; un instructor de OIM de 20 
horas; un auxiliar de enfermería. Se tendría que hacer gestiones para dos cargos de maestros 
especializadas y cuatro cargos de profesores especializados. Además, todos estos técnicos deben estar 
especializados. Si no se llegara a conseguir técnicos especializados, Perkins Internacional nos da una 
mano y trae personas para que los puedan capacitar. La idea es que se capaciten y, al mismo tiempo, 
trabajen con los niños porque es la mejor forma de ver los problemas que surgen día a día. 


El sueldo de cada técnico sería de $ 250 por hora más todos los beneficios. De las 20 horas, 16 horas serían 
de atención directa y 4 horas de coordinación. 


Desde hace seis años, se viene pidiendo dinero para el presupuesto pero siempre se han puesto trabas. Nos 
tuvimos que empezar a mover nosotros porque las personas que se podían encargar de ello, el Director del 
Instituto Artigas, la Comisión Honoraria o el MIDES, nos ponen trabas. Además, no tienen ni idea de lo que 
es una discapacidad. 


Esto es lo que necesitan los niños. Todos tenemos derecho a estudiar pero parece que ellos no. El hecho de 
que ellos puedan tener una educación mejora su calidad de vida. Por ejemplo, Guzmán no está yendo a una 
institución y está retrocediendo. Además, este centro puede atender a varios niños a la vez. 


También se necesitaría una camioneta para el traslado de los chicos, principalmente en Montevideo y 
Canelones. Algunos están en sillas de ruedas y otros con andadores. 


A su vez, si ellos no van al instituto, un integrante de la familia se debe quedar en la casa, lo que le impide 
trabajar y se perjudica la calidad de vida de la familia. Entonces, quizás esto sea un gasto, por un lado, pero si 
el niño va a un instituto, ya no se tiene que quedar nadie de la familia y pueden salir a trabajar todos, 
generándose recursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo ha sido claro. Tenemos que hacerles saber que ya el Poder 
Ejecutivo ha enviado la adjudicación de recursos. De igual forma, la Comisión toma el planteo y verá 
qué puede hacer. Es importante que nos hagan llegar esta propuesta en forma escrita, tanto el proyecto 
fundamentado como los requerimientos solicitados, a fin de buscar alguna alternativa a este planteo 
dado que nos consta que tiene un fundamento muy fuerte en lo humano y que hay personas en la 
sociedad con voluntad de aportar para la solución de esta problemática y, sobre todo, democratizar la 
socialización de nuestros gurises y gurisas. 


SEÑORA SILVERA.- ¿Qué significa que el presupuesto ya esté asignado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Que el Parlamento se debe mover dentro de las asignaciones de recursos que 
hay. No puede incrementar los gastos. Pero en la medida en que las normas permiten movernos dentro 


de los gastos, podemos hacer algo. Por eso, es necesario tener mayor información. 
SEÑORA SILVERA.- ¿El Director del Instituto Artigas debería mandarles algo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo lo que ustedes puedan adjuntar al proyecto en virtud de que esto se 
hace en una institución que, como informaron, está siendo intervenida, sería bueno. 


SEÑORA SILVERA.- Una parte está intervenida por Salud Pública, lo que es atención médica, y otra 
parte depende del MIDES, que es lo que hace a cuestiones sociales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La información que nos puedan acercar sobre el instituto será importante 
para lo que se pueda gestionar. 


SEÑORA SILVERA.- Yo pregunto por qué los padres somos los que siempre tenemos que buscar las 
soluciones. Voy a contar una cosa que nos pareció muy desagradable. Nosotros tenemos apoyo para 
funcionar pero, concretamente, para capacitación, para cuidar a nuestros chiquilines si tenemos que 
hacer gestiones y para traslados. En determinado momento, la señora Isabel Cerrillo, asesora de la ex 
Ministra Vignoli, nos dijo: "¿Esos $ 200.000 mensuales no los podría poner el Programa Perkins?" Y 
yo le contesté: "Mi hijo es uruguayo". 


El Programa Perkins ha apoyado más a la educación y al adelanto de mi hijo -que adquirió la discapacidad 
casi a los cuatro meses de vida- en quince años que mi propio país en diecisiete. No sé qué les parece a 
ustedes lo que estoy diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es de justicia y es necesario que la sociedad resuelva este tipo de 
problemas, y como Estado todavía tenemos un gran déficit al respecto. Sin lugar a dudas, el Estado 
tendrá que comprometerse en aportar soluciones en la medida de sus posibilidades y por supuesto que 
también la sociedad, y cuando digo "sociedad" me refiero también a todos nosotros, como padres y 
madres. 


No hay dudas de que siempre se ha trabajado en este sentido. Esta Comisión recibe a unas cuantas 
organizaciones de la sociedad que trabajan como la de ustedes y, si bien no estamos al tanto de todo el 
espectro, tenemos bastante conocimiento. 


SEÑORA SILVERA.- Ustedes tienen a una persona que está al frente de la Comisión Nacional 
Honoraria del Discapacitado, que es el señor Alberto de Della Gatta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Parlamento no tiene acción directa en esos temas; por eso les pedimos que 
nos acerquen toda la documentación para ver qué podemos hacer desde el punto de vista de la 
discusión parlamentaria. 


SEÑORA SILVERA.- Nosotros ya estuvimos en la Comisión de Educación y Cultura, no recuerdo si el 
13 o 14 de abril. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos consta. 


SEÑORA SILVERA.- Estuvimos junto con una representante del Programa Perkins. Venimos tres 
meses después y nos vamos otra vez sin una respuesta favorable a nuestro pedido. El señor Presidente 
nos dice que el presupuesto ya está asignado. Ya nos confirmaron en el MIDES que fue recortado. 


SEÑOR BERNINI.- Podemos estar tres días con este mismo diálogo. Nosotros, como integrantes de 
esta Comisión parlamentaria, tenemos la actitud de recibir a todas las organizaciones, de escuchar las 
situaciones que se nos plantean y, a partir de ello, realizar las gestiones que podamos en función de 
nuestro rol de parlamentarios, a los efectos de tratar de resolver los problemas que se nos presentan. 
En ese sentido, comparto lo que dice el Presidente de la Comisión: es muy importante tener una 


versión documentada de las carencias y necesidades que tienen, de cuántos niños atiende el Instituto, 
de qué potencialidad tiene este planteo de remodelación y de necesidad de técnicos para atenderlos y de 
qué costos tiene. Ustedes lo acaban de desarrollar en forma verbal, pero a partir de la información que 
nos envíen podremos desarrollar gestiones como parlamentarios para ayudar a encontrar una solución 
desde el Estado. Pero, como el señor Presidente decía, la propia sociedad muchas veces se da formas 
para atender este tipo de situaciones. Hay una infinidad de instituciones que atienden problemáticas 
similares a la que atiende la asociación que ustedes representan o de otro tipo, y cumplen un rol muy 
importante. 


Por tanto, les pedimos que nos envíen la información lo más rápido y lo mejor explicitada posible, a los 
efectos de desarrollar gestiones, tanto a nivel de MIDES como de otro tipo de instituciones, que puedan 
contribuir a resolver el problema. 


SEÑORA SILVERA.- Yo le quiero decir al señor Diputado Bernini que hay una Comisión Nacional 
Honoraria del Discapacitado, y ustedes ya deberían estar al tanto de todos estos temas porque el 
Director de esa entidad debería haber pasado la información correspondiente. Nosotros estamos en 
esta instancia sin habernos salteado jamás una escala jerárquica, y de eso sí nos podemos jactar. 
Seguimos todas las vías jerárquicas: Director del Instituto Nacional de Ciegos General Artigas; 
Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado; Ministerio de Educación y Cultura; Primaria; 
Comisión de Educación y Cultura. Hemos pasado por todas, y hoy estamos acá. Este problema data de 
2005 o 2006; a eso me refiero. No es que nosotros aterrizamos acá a las 12 y venimos con estos planteos. 
No, y con mucho gusto les vamos a dar todo lo que nos piden, pero quiero que sepan que no nos hemos 
salteado nada y reitero que esto no data de ayer. Quien está al frente de la Comisión Nacional 
Honoraria del Discapacitado está involucrado en esta temática desde el año 1990; cuando el doctor 
Tabaré Vázquez asumió en la Intendencia de Montevideo, él asumió al frente de la Comisión de 
Gestión Social para la Discapacidad. Después pasó a la Comisión Nacional Honoraria del 
Discapacitado. Lo que quiero decir es que supuestamente no tienen una persona ignorante del tema si 
está desde el año 1990 en el área. 


Muchas gracias por recibirnos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece a ustedes su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Padres de Incapacitados Visuales o con Déficit 
Asociados, APEDEVIDA) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Fundación Braille del Uruguay) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Fundación Braille del Uruguay, integrada por la 
señora María Antonia Irazábal y el señor Juan Antonio Vidal Saraví. 


SEÑOR VIDAL.- La Fundación Braille del Uruguay se presenta nuevamente ante ustedes, luego de un 
intenso y fructífero, pero todavía insuficiente, año de trabajo en pos de la consecución de una nueva 
matriz financiera que permita la continuidad en la prestación de sus servicios y en la producción de los 
materiales que desde hace treinta y tres años presta y hace llegar a las personas ciegas y con baja visión 
de nuestro país y de Hispanoamérica. 


El apoyo del Poder Legislativo, la continuidad de los acuerdos de trabajo establecidos, tanto con empresas 
privadas como con un Ente público, conjuntamente con una rígida política de ahorro, una reducción de 
personal, una jubilación o mejores horizontes para algunos compañeros y el seguro de desempleo para otros 
compañeros, nos han permitido mantener viable el funcionamiento de nuestra institución. Sin embargo, aún 
no están totalmente cubiertas importantísimas actividades como, por ejemplo, la publicación de la revista 
para niños "Martín Pescador", en sistema Braille, única en su tipo en América Latina y el material de apoyo 
educativo y de esparcimiento para niños integrados a todas las escuelas latinoamericanas de lengua española, 
con trescientos cuarenta y cuatro números publicados desde su creación, en 1976. Contamos con la materia 
prima para su producción -papel Braille-, pero aun no contamos con los recursos económicos que nos 
permitan aprovechar al personal idóneo y la infraestructura existente, y posibilitar su edición. El costo 


mensual de la publicación asciende aproximadamente a la suma de $ 33.000, teniendo cubierto un 20% de 
dicho costo, por lo que es imprescindible contar con $ 26.000 mensuales para continuar con su edición. 


La FBU promueve y defiende el derecho al acceso a la información y a la cultura por parte de personas con 
discapacidad visual, basado en el precepto constitucional del derecho a la igualdad, recogido en el artículo 8* 
de nuestra Carta Magna y consagrado en la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
ratificada por nuestro país y, felizmente, a punto de concretar la aprobación del correspondiente Protocolo 
Facultativo que ya tiene media sanción parlamentaria. 


En este sentido, hemos apostado a la publicación de una revista sonora, con soporte de CD -como lo fue en 
casete-, que se llama "Punto Hablado", también con alcance hispanoamericano, que implica la compra de 
quinientos discos compactos mensuales para su emisión. Esta revista alcanzó los ciento noventa y un 
números en casi veinte años de publicación. Contamos con los materiales adaptados, con el equipamiento 
necesario y con el personal calificado, pero debemos cubrir $ 3.500 mensuales de materia prima, 
imprescindible para su edición y distribución gratuita. En consecuencia, también necesitamos la ampliación 
para poder continuar con esta importante labor. 


Por último, otras de las actividades necesarias para el colectivo de personas con discapacidad visual a las que 
la FBU no ha podido dar respuesta por dificultades de financiamiento, es la clase de informática en nuestro 
local en computadoras adaptadas, esto es, con uso de voz sintética. Si bien existen cuatro puestos adaptados, 
nos falta el docente calificado para impartir clases dirigidas a un público que no está dentro de los habituales 
destinatarios de este tipo de formación. Es decir, nos referimos a niños y niñas con discapacidad visual y a 
personas adultas en la misma situación, que exceden hacia arriba o hacia abajo la edad requerida en los 
perfiles de empleo. Solicitamos la ampliación de la partida en $ 5.500 -tres horas semanales de docencia 
especializada- para cubrir este aspecto que incide directamente en la inclusión de niños, niñas y adultos 
mayores con discapacidad visual en el universo informático. 


Asimismo, es importante destacar que nuestra Fundación está inscripta en el Ministerio de Educación y 
Cultura con Personería Jurídica N* 9896 y que cuenta con la autorización de la ANEP como Instituto de 
Educación Especial N* 53. Esto nos permitiría recibir apoyo de docentes públicos y de todo aquel personal 
idóneo que aporte a nuestros servicios. 


Por las razones expuestas en el exordio de este escrito presentado a los integrantes de la Comisión de 
Presupuestos integrada con Hacienda, solicitamos la ampliación de la partida asignada a la Institución en las 
siguientes cifras: 1) para la revista infantil "Martín Pescador", en sistema Braille, $ 26.000 mensuales; 2) para 
la revista sonora accesible "Punto Hablado", de alcance iberoamericano, $ 3.500 mensuales; 3) para doce 
horas docente mensuales de técnico en informática, aproximadamente $ 5.500. El monto total de la 
ampliación solicitada es de $ 35.000. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿Cuál sería el monto anual? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Serían $ 420.000 


SEÑOR GANDINI.- Deseo aclarar a la delegación que en el proyecto de Rendición de Cuentas no viene 
ninguna iniciativa vinculada a "Subsidios y Subvenciones: que modifique lo que ya está dispuesto. Esto 
no significa que no pueda existir iniciativa parlamentaria. Al no venir recursos destinados a ese fin, 
una vez que la Comisión tenga el panorama de todas las solicitudes en este sentido, tendrá que 
buscarlos. 


Tomamos con mucho respeto esta propuesta. Conocemos la institución y el buen destino que le ha dado a los 
recursos. Creemos que cumple una función que compete al Estado y aprovecha cada peso mejor que muchas 
instituciones públicas. 


Con mucho gusto vamos a tratar de considerar este planteo que, por ahora, en lo que refiere a subsidios y 
subvenciones, es el único que hemos recibido. 


SEÑORA IRAZÁBAL- Simplemente quería destacar la posibilidad de estar hoy aquí dialogando con 
nuestros Representantes nacionales como parte de un trabajo colectivo -así lo sentimos-, y no solo para 
venir a solicitar fondos. 


Como ustedes saben, como organización no gubernamental estamos atravesando un momento difícil en el 
que la matriz financiera debe reconvertirse. Durante treinta años contamos con el apoyo internacional. Las 
políticas desarrolladas en nuestro país han logrado que la economía se haya despegado y, paulatinamente, las 
mejoras se hayan ido reflejando en toda la población. Esto ha llevado a que el índice de desarrollo humano en 
nuestro país sea 9. En función de este progreso, la cooperación internacional vira el destino de sus fondos 
hacia otros países más empobrecidos que el nuestro. Por lo tanto, quedamos como rehenes de una situación 
ya que, desde el exterior no brindan apoyo debido a que los números económicos son buenos, pero la 
distribución que el Estado uruguayo puede hacer de sus recursos, todavía no llega a cubrir nuestras 
necesidades. Esto nos deja en un rincón bastante difícil para poder pelear, para venir a ocupar el tiempo de 
ustedes solicitando $ 35.000 mensuales. Hay que tener en cuenta que ese monto permitiría que los niños 
uruguayos ciegos o con baja visión reciban la única revista que tienen para estudiar, que una persona con 
discapacidad visual pueda estudiar informática o que podamos recibir una revista que nos permita, a las 
mujeres, leerla en la peluquería. 


El planteo es bastante simple, muy puntual, pero hace a las necesidades cotidianas de una población que 
siente que tiene los mismos derechos que todos los uruguayos, por vivir en este país y aportar con nuestro 


trabajo. 


Les agradecemos que consideren nuestro planteo y quedamos a la espera de novedades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la información brindada. Nos consta la significativa tarea 
que realizan. Como ya han expresado, veremos qué podemos hacer. 


(Se retira de Sala la delegación de la Fundación Braille) 


(Ingresan a Sala autoridades del Consejo de Rectores de Universidades Privadas del Uruguay) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir al Consejo de 
Rectores de Universidades Privadas del Uruguay, representado por el Rector doctor Santiago Pérez del 
Castillo, de la Universidad de Montevideo; por el contador Robert Brezzo, de la Universidad de la República; 
por el Padre doctor Eduardo Casarotti, de la Universidad Católica del Uruguay, y por el doctor Jorge 
Grinberg, de la Universidad ORT del Uruguay. 


Les pedimos disculpas por el atraso con que los estamos recibiendo, pero los quince minutos de cada 
delegación se fueron prorrogando en virtud del contenido de los planteos que trajeron. 


SEÑOR GRÚNBERG.- En mi carácter de Secretario pro tempore del Consejo de Rectores de 
Universidades Privadas del Uruguay, me corresponde hacer la presentación inicial sobre nuestra 
preocupación, sin perjuicio de que los colegas hagan las complementaciones que entiendan pertinentes. 


Hoy nos convoca nuestra preocupación por cambios que el Poder Ejecutivo ha propuesto al régimen de 
donaciones especiales, que existe desde hace pocos años, y del cual las Universidades privadas hemos hecho 
una utilización en este tiempo. 


En primera instancia, quisiéramos decir que en nuestra participación en ámbitos internacionales hemos visto 
dos cosas. Por un lado, que el régimen de donaciones es una constante en todo el mundo, porque no es 
posible que las Universidades hagan su trabajo exclusivamente en base a lo que pagan los alumnos. Las 
Universidades tenemos tres misiones: la enseñanza, la investigación y la extensión. Es más: la legislación 
uruguaya, como parte del proceso de autorización de las Universidades privadas, exige que ejecutemos las 
tres. Por extensión entendemos, principalmente, el acceso al estudio de estudiantes sin recursos. Si bien la 
enseñanza se puede financiar a partir de lo que los estudiantes pagan, la investigación en todo el mundo se 
hace con fondos públicos, porque beneficia, precisamente, a la sociedad en general y, dado que, por supuesto, 
las Universidades privadas no recibimos ningún tipo de subsidio ni subvención, el régimen de donaciones se 


entendió hoy -así se entiende en el resto de los países- como una forma de financiamiento de investigaciones 
y de acceso al estudio a jóvenes con pocos recursos. Por eso, en el exterior hemos encontrado, como una 
constante, la existencia del régimen de donaciones. En especial, el régimen de donaciones que se instauró en 
el Uruguay fue muy elogiado en el exterior, y ha sido puesto como ejemplo. Por eso nos preocupa que un 
régimen de tan reciente creación y que se ha puesto a funcionar hace muy poco, sea cambiado. 


Las instituciones beneficiarias de este régimen son de muy distinta naturaleza: por un lado, las Universidades 
y, por otro, las instituciones que se encargan de distintas funciones en el área de la salud y de otro tipo. Todas 
ellas, por supuesto que son legítimas beneficiarias, pero de muy distinta naturaleza. 


Como decía, la legislación uruguaya exige a las Universidades privadas realizar investigación y extensión, y 
esto solo se puede hacer con fondos públicos, como ser el régimen de donaciones. 


La donación es un mecanismo que se inició con limitaciones, porque solamente se permiten donaciones de 
personas jurídicas. Además, solo se pueden deducir del IRAE cuando, en general, en el exterior una figura 
muy común es la del filántropo individual o el mecenas que, en el Uruguay, tendría que poder deducir del 
IRPF o del Impuesto al Patrimonio. Ese es un aspecto que quedó excluido y que le quita eficiencia y 
comparabilidad internacional a las donaciones en las Universidades en el Uruguay. Aprovechamos para poner 
este punto sobre la mesa. 


Esa es una faltante en la ley y se nos ha informado que en otras leyes de donaciones que el Poder Ejecutivo 
está promocionando como, por ejemplo, la ley_ del deporte, se ha incorporado la posibilidad de filántropos 
personales. De todas maneras, es una ley buena, es un buen régimen. Nos preocupa que, si bien se anuncia la 
continuación de este régimen, se incorporaría un tope por ley. Esto nos preocupa en varias dimensiones. Una 
es que si bien ya existen topes en la ley, ahora se establecería un tope absoluto, lo que daría una gran rigidez 
al sistema, y sería muy difícil acompasar la voluntad al crecimiento o decrecimiento de la economía. 


Nosotros pensamos que la creación de una cultura filantrópica en nuestro país es un objetivo muy importante 
para la sociedad uruguaya y congelar en un tope los montos absolutos que se habían venido dando en las 
primeras etapas de este régimen, lo condena por definición a que la cultura filantrópica no se pueda 
desarrollar aun más. Hay que subrayar que las donaciones que las Universidades hemos recibido hasta ahora, 
las utilizamos primordialmente en becas para estudiantes del interior que requieren apoyos que otros no 
necesitan como, por ejemplo, para la vivienda, comprar libros, computadoras, etcétera. En general, se 
vuelcan a estudiantes de pocos recursos y también las usamos para desarrollos tecnológicos en campos 
emergentes en Uruguay, como la biotecnología y algunos sectores modernos de la computación que no 
hubiesen existido y que ya son fuentes de trabajo importantes. Además, han sido puentes para que algunas 
empresas nacionales se acerquen a las Universidades. Uno de los grandes defectos que ha tenido el desarrollo 
en nuestro país fue el alejamiento entre las Universidades y las empresas. Este mecanismo de donaciones, 
tanto para la Universidad de la República como para las privadas, ha resultado un puente muy útil para 
acercar a empresarios y empresas a las Universidades a fin de hacer desarrollos conjuntos. 


La existencia de un tope absoluto nos preocupa, además, no solo por lo que significa como congelación del 
desarrollo en la cultura filantrópica sino, también, porque no resulta claro cómo se administraría un volumen 
de donaciones que superara el tope. El proyecto de ley no dice nada al respecto. Distribuir donaciones por 
orden de llegada no parecería razonable porque el 1* de enero de cada año habría muchos pedidos de 
donación en el Parlamento; distribuirlas por concurso sería una posibilidad, pero no se detalla nada. También 
se crearía un problema para los proyectos multianuales. Por ejemplo, habría problemas con las becas porque 
a los alumnos no se les puede dar becas por un año sino para toda la carrera. Por definición, los proyectos de 
becas son de cuatro o cinco años. Entonces, si hay topes que se definen año a año, nunca podríamos 
garantizar a un estudiante que tiene los cinco años de financiamiento y que se estableciera en Montevideo. 


Por lo tanto, en ausencia de aclaraciones al respecto, quizá sea mejor poner topes a la fuente y no al destino 
de las donaciones. Es decir, poner topes a cuánto puede donar cada donante en función de los impuestos que 
tiene para liquidar, en lugar de poner topes al destino porque se provocan estos problemas, que veo de muy 
difícil solución. ¿Cómo podría el Parlamento o el Ministerio de Economía y Finanzas administrar un sistema 
de donaciones año a año? ¿Con qué criterio diría cuál beca es más importante para una Universidad que para 
otra O para los alumnos de cierto departamento? Considero que eso crearía dilemas morales de muy difícil 
solución. Entonces -como se hace en todos los países-, proponemos que el tope sea en la fuente y no en el 
destino. 


Finalmente, nos parece importante señalar que sería problemático para el Parlamento como institución fijar 
topes todos los años para todas las instituciones. Más allá del trabajo que esto daría, pensamos que podría 
quedar sujeto a una cantidad de presiones muy importantes, quitando transparencia y claridad a un sistema 
que hoy en día funciona bien y sobre el que no ha habido ningún reporte de abuso. 


Este es un régimen introducido por el Gobierno anterior. Por las declaraciones que hemos leído del señor 
Ministro en su convocatoria a esta Comisión, entendemos que él apoya este régimen y que no hay nadie que 
lo cuestione. Nuestro planteo es que esta modificación -quizás involuntariamente- puede hacerlo inoperante. 


SEÑOR RADÍO.- El señor Ministro de Economía y Finanzas concurrió ayer a la Comisión. Nosotros 
no estuvimos presentes pero pudimos leer en la versión taquigráfica lo que manifestó, así como las 
inquietudes de los señores Diputados Ibarra y Gandini. Me parece que el señor Ministro dijo cosas 
alentadoras en el sentido del espíritu que anima las modificaciones que se introducen en el proyecto. 


Me interesa señalar que la idea del señor Ministro está vinculada a que detrás de las donaciones hay 
renuncias fiscales de parte del Gobierno. Su planteo es que estas renuncias deberían ser consideradas como 
un gasto. Por lo tanto, el Parlamento debería tener algo para decir al respecto. En principio, parece atendible 
esa argumentación. S1 se me permite, voy a leer algunas cosas que dijo el señor Ministro: "Las exenciones 
tributarias de este tipo, que tienen el mismo formato que un gasto, deberían tener también aprobación 
parlamentaria". Más adelante, expresa: "Bajo esta premisa es que nosotros creímos que en esta oportunidad 
convenía introducir un factor, que es la autorización expresa del Parlamento para determinar hasta dónde se 
puede utilizar este instrumento". Luego, dice: "Puede ser, pero la motivación de nuestra parte fue 
transparentar que se nos está autorizando aquí a gastar hasta $ 100:000.000 en una forma de gasto público 
que se manifiesta a través de una renuncia impositiva. Tan solo eso: una renuncia a recaudar tiene el mismo 
formato que un gasto". Más adelante, agrega: "(...) tenemos que reportar sobre el monto y la distribución de 
este tipo de instrumentos, para que el Parlamento, en algún momento (...) trate todas las exoneraciones como 
trata los gastos. Eso va a blanquear, a transparentar y a legitimar democráticamente el uso de instrumentos de 
exenciones impositivas, para que no sean una especie de zona oculta, zona difícil de entender". Y agrega: " 
(...) nosotros estamos de acuerdo con el régimen de donaciones especiales a que refieren los artículos 254, 
255 y 256 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas”. (...)Nosotros nos manifestamos en el sentido de que 
tenemos que avanzar hacia contemplar este tipo de exenciones tributarias como el resto de la utilización de 
recursos públicos: con transparencia, con claridad y con manifestación del Parlamento. A eso aspiramos". 
Finalmente, expresa que cree que ya tiene información suficiente como para establecer ese tope. 


A mi juicio, uno puede coincidir con el enfoque conceptual del señor Ministro en cuanto a lo que implica 
catalogar como un gasto la renuncia fiscal. En realidad, el Poder Ejecutivo es el que fija los topes en la 
actualidad. Eventualmente, estaríamos asistiendo a una intervención adicional del Poder Legislativo. Por lo 
tanto, me gustaría saber si deberíamos discutir la cifra o si hay una concepción opuesta a la existencia del 
tope. 


SEÑOR IBARRA.- Como dice el señor Diputado Radío, ayer, algunos legisladores planteamos este 
tema con mucho énfasis, teniendo en cuenta la nota que nos hicieron llegar y sabiendo que hoy los 
íbamos a recibir. 


Nuestras intervenciones estuvieron basadas en dos temas: uno, era la fijación del tope propiamente dicho de 
$ 100:000.000, y el otro, que en el futuro se establecerán topes individuales. Haciéndonos eco de lo que 
ustedes planteaban sobre el orden de llegada, hicimos una alegoría de fechas, etcétera, y pediría que se 
entregue a la delegación una copia de la versión taquigráfica del día de ayer para que tenga conocimiento de 
lo que se habló. La respuesta fue que se actuaría de la misma forma en que se viene haciendo desde hace tres 
o cuatro años en el sentido de otorgar el beneficio en función de los proyectos y de la suma de las donaciones 
que surjan por las excepciones fiscales. 


En ese sentido, no quedamos convencidos, e, inclusive, pedimos un detalle de lo que ha acontecido desde 
2006, cuando votamos esta ley, a la fecha. 


Esta fue una ley votada con mucho entusiasmo en su momento porque éramos conscientes de que se estaba 
favoreciendo a determinados organismos privados y públicos, así como también estábamos contentos cuando 


se votó la ley relativa al mesenazgo, que colabora en el desarrollo de la cultura. Digo esto, más allá de que 
este tema seguirá siendo discutido en Comisión y al menos también en mi bancada del Frente Amplio, donde 
seguiremos teniendo intercambio de opiniones. 


En cuanto a los importes, si no me equivoco, se manejaba una cifra del orden de los $ 30:000.000 o 

$ 40:000.000 anuales. Si fuera así, no habría riesgo para las organizaciones que perciben donaciones, porque 
habría un margen bastante importante. No obstante, vamos a saberlo exactamente cuando nos llegue la 
información pertinente. 


Yo le decía al equipo económico y al Ministro que no me parecía mal que en el futuro se establecieran topes 
individuales. El quid de la cuestión está en cómo se aplicarían esos topes individuales. ¿Qué parámetros o 
criterios se aplicarían para fijarlos? 


Tal como decía el Diputado Radío, es importante -al menos en mi opinión- que el Parlamento comience a 
tener incidencia sobre este tema de las donaciones. Tenemos una incidencia bastante importante en lo que 
tiene que ver con subsidios y subvenciones, que están dirigidas a pequeñas ONG que hacen determinadas 
obras sociales en ciertas áreas. Tenemos una partida a tales efectos, lo que nos da cierto margen para 
solucionar problemas. 


El doctor Griinberg habla de algo que nosotros ayer no manejamos y sobre lo que sería bueno tener 
antecedentes. Me refiero a poner el tope a la fuente de la donación, es decir, a la persona o institución que 
dona. Eso puede ser interesante y les pido que me den algún antecedente o información en tal sentido. 


Por último, quisiera saber si tuvieron contacto con actores del Ministerio de Economía y Finanzas sobre este 
tema, porque ayer quedó claro que ellos saben perfectamente bien cuál es la inquietud de varios legisladores 
de esta Comisión y que el tema está generando polémica. 


SEÑOR GANDINI.- Sobre este tema hemos discutido bastante. Es un asunto que provoca a la 
Comisión, porque el tema de fondo es bien interesante en cuanto transfiere a la sociedad civil la 
responsabilidad de la ejecución de recursos que no dejan de ser públicos, porque, en una ficción, 
ingresan al Estado y este los redirecciona hacia donde la voluntad del contribuyente quiso; es una 
suerte de renuncia fiscal. 


A nuestro juicio, esto es muy interesante, porque apuntala esa idea de responsabilidad social empresarial en 
muchas empresas y aprovecha mucho mejor los recursos. El Estado se convierte en un juez que advierte si 
los recursos se aplicaron bien y aplica lo que no se aplica a si mismo, que es la rendición por resultados. Esta 
Comisión no aplica el mecanismo del presupuesto por resultados, sino que adjudica recursos, observa si se 
gastaron dentro de la normativa legal, y luego ve qué porcentaje de estos se ejecutaron, pero nunca analiza si 
los recursos que dio a la enseñanza sirvieron para que los niños sean más educados que antes, para que 
mejoren su conocimiento o capacidad de aprendizaje, para que tengan mejor nivel de permanencia en el 
sistema educativo o repitan menos o para que los docentes tengan menor índice de ausentismo. Eso no lo 
medimos. Sin embargo, se lo medimos al sector privado. Nos presentan un proyecto, y dejamos que lo 
financien con recursos que aporta el sector privado, a quien debieron convencer de que es bueno ponerlos 
ahí. El sector privado lo agrega a su responsabilidad social empresarial, pero luego, vamos a evaluar ese 
proyecto por sus resultados y no solamente por si gastaron la plata en lo que nos dijeron; me parece que es 
muy bueno, descontando que cuando la sociedad civil tiene dinero para aplicar en sus programas, los 
multiplica en relación a los resultados que obtiene el Estado, porque agrega mucho voluntariado y mucho 
cariño por la causa, y eso es muy bueno. 


No me refiero solo a quienes están presentes, sino a todas las instituciones que están aquí definidas: la 
Peluffo Gigens, la Caldeyro Barcia, la Teletón, pero también instituciones educativas de primaria, secundaria 
y de nivel técnico del sector privado que atienden poblaciones carenciadas, porque deben tener esa función. 
Están las instituciones vinculadas a la salud y las fundaciones de la Universidad pública o del Clemente 
Estable. Es decir, que hay un amplio abanico que realiza tareas de educación, integración social, 
investigación, etcétera. O sea que parto de la base de que todos estamos de acuerdo. También parto de la base 
de que el tope siempre existe; está fuera de discusión. Hoy, la ley delega el tope a la Administración; es esta 
que va a decir hasta cuánto. Es un tope móvil; es cierto. No me parece mal que exista un tope por ley, porque 
salvaguarda el sistema de los vaivenes de la economía y de los gustos del Ministro de turno. Si mañana 


tenemos una situación económica compleja, un Ministro puede preguntarse: "¿Por dónde paso la tijera? La 
paso por acá, y lo recorto". Pero, si lo dice la ley, no podrá hacerlo. 


La cuestión es que tope, hay. El asunto es cómo lo establecemos. Lo que no me convence es siendo general la 
aplicación de este mecanismo, el tope afecte pura y exclusivamente a esta modalidad. Como le dije ayer al 
Ministro, hay otros aspectos parecidos en los que hay renuncia fiscal, algunos, de tipo social y otros, de 
naturaleza distinta. Tenemos la ley de promoción del deporte, que incorpora modalidades hasta más 
generosas que esta, porque permite que descuenten también las personas físicas que aportan por IRPF 
categoría l, capital, y también de su patrimonio. Este proyecto no vino con tope; no lo mandó con tope este 
Ministro, que ayer dijo que reconocía que podía haber sido un error. 


Además, tenemos todo el régimen de promoción de inversiones. No sé cuál es el monto -se lo pediremos en 
la Rendición de Cuentas a Ministro-, pero presumo que es de cientos de millones de dólares. ¿Que esto tiene 
un sentido importante en cuanto a promover el desarrollo que después trae, en teoría, mejores ingresos? Sí, 
pero hay una renuncia fiscal que no está topeada, que depende de la voluntad del equipo económico del 
momento o de quien lo analiza y de la cantidad de proyectos que se presenten. Además, cuanto mejor anda la 
economía, más renuncia fiscal se plantea. 


Lo mismo sucede con las zonas francas. ¿Cuánta renuncia fiscal hay en la zona franca? Pero es un régimen 
que el país ha optado por tener, porque le encuentra beneficios superiores en otras áreas, aunque se basa en la 
renuncia fiscal. Vienen a la zona franca porque les conviene, en virtud de que no pagan determinados 
impuestos que les corresponderían. Podríamos decir: si no estuviera la zona franca y si no hubiera promoción 
de las inversiones, no se harían esas inversiones ni vendrían aquí, y no recaudaríamos lo mismo. 


En este caso, podemos decir lo mismo: si no estuvieran estos apoyos, no existiría una cantidad de 
instituciones que hacen cosas que el Estado no hace. Si el Estado las hiciera, no habría instituciones privadas 
dando clases a niños carenciados en algunos barrios, como lo hacen determinadas organizaciones. No lo 
hacen para difundir la fe; lo hacen porque está dentro de su obligación social atender sectores carenciados de 
la población que el Estado no atiende, más allá de que, de paso, difundan su fe. 


Tenemos el proyecto de promoción de vivienda social. En este momento, está en la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente; no sé si en algún momento va a pasar a esta Comisión. Se basa, esencialmente, 
en exoneraciones tributarias que promuevan la construcción de viviendas de esa naturaleza, y puede llegar a 
determinar renuncias muy importantes. 


Se hacía alusión recién a la Ley N” 17.930, de Presupuesto Nacional del primer Gobierno del Frente Amplio, 
y a la Ley de Fomento Artístico, que se conoce como ley de mecenazgo. Se apela, básicamente, a la 
promoción de determinados proyectos culturales; quien los apoya, recibe beneficios tributarios equivalentes. 
En este caso, tampoco hay límites. Entonces, si vamos a discutir un límite, debemos hacerlo en general, y si 
vamos a incorporar la idea de que la renuncia fiscal es un ingreso que dejó de hacerse y que debe tener el 
mismo tratamiento presupuestal que otros ingresos, debemos hacerlo en general. No podemos aprobar el 2 de 
agosto una Ley de Promoción del Deporte que establece exactamente este sistema, pero más generoso y sin 
tope, y aprobar el 12 o el 13 de agosto este proyecto de ley que establece un tope, porque hay que 
establecerlo, porque es de buena política tributaria o presupuestal. Discutamos todo. Esta es mi posición. 


Ahora bien, creo que, por lo menos en teoría, poner un tope no está mal, porque cuando hay de dónde sacar, 
el tope puede ser una limitante, pero cuando el margen es estrecho, significa una limitante para quien tiene la 
potestad administrativa de establecerlo. El asunto es cómo se pone este tope, en cuánto se establece y cómo 
se mueve. 


Quizás podamos encontrar alguna fórmula que pueda ser de recibo para la mayoría parlamentaria, porque se 
trata de construir espacios que tengan mayoría, no simplemente de dar posiciones que luego no pueden 
consagrarse en la ley. 


Quiero decir una vez más y con todas las letras que no estoy de acuerdo con que el Parlamento tenga que 
poner tope por institución o por sector de instituciones. Me parece que eso nos introduce en un mecanismo 
difícil de administrar para los parlamentarios, que somos representantes de la gente, que somos el último oído 
que las personas tienen. Van a tener que venir acá a pedirnos entrevista para reclamarnos, con todo derecho, 
ser considerados en un mismo sistema. Entonces, cada grupo de parlamentarios o cada parlamentario 


representante de un departamento terminará siendo vocero de un interés legítimo que terminará compitiendo 
o negociándose con otros intereses legítimos. 


Me parece que tenemos que delegar en el Poder Ejecutivo los criterios y ofrecer el apoyo para que tome 
decisiones. Cuando discutimos la Ley del Deporte, en la Comisión de Hacienda -que integramos muchos de 
los que estamos hoy aquí-, tuvimos que hacer una opción antipática. Dijimos: se contemplará a las 
Federaciones deportivas, a las divisiones formativas de los clubes deportivos de fútbol y de básquetbol, a la 
Organización de Fútbol del Interior y a la Organización Nacional de Fútbol Infantil. ¿Los clubes ciclistas 
tienen este beneficio? No lo tienen. ¿Las divisiones formativas de los clubes que hacen natación lo tienen? 
No lo tienen. ¿Por qué? Porque todos no pueden estar incluidos, y este Parlamento se hizo responsable de ello 
y así lo estableció en la ley. Pero después, es el Ejecutivo y una Comisión intermedia los que van a decir: a 
esta Federación, sí, porque cumple; a esta Federación, no, porque no cumple; a esta institución, sí, porque 
trajo un proyecto y lo aprobamos; a esta, no, porque su proyecto no es completo; a esta, se lo sacamos, 
porque no trajo la rendición de cuentas de los proyectos anteriores. 


Lo delegamos, pero le dimos los criterios. Yo creo que es lo que tenemos que hacer. Me parece que si 
trasladamos la decisión de qué instituciones se contemplarán y qué topes se establecerá a cada una de ellas, 
vamos a generarle un problema al sistema. 


Repito que tiene que haber un tope único, lo suficientemente alto y móvil como para que entren todos los que 
están en él. Además, hay que considerar las distintas formas de recaudar, porque no es lo mismo una 
institución, especializada en educar, que tiene que salir a buscar recursos, que otra que tiene un gran empuje 
de marketing en una jornada televisiva y que, además, otorga a quien pone dinero el beneficio del patrocinio, 
algo que las demás no pueden hacer. Todo esto puede ser conversado; puede haber algún mecanismo 
intermedio que nos saque de esta situación, porque lo solicitan los Rectores y también nos han hecho saber 
otras instituciones que es legítimo. 


Existe el temor de que haya un cupo cerrado por el que haya que pelear, competir, con un límite estrecho que 
desestimule un sistema que funciona. Si bien esto está vigente desde hace algunos años, recién ahora empieza 
a funcionar, porque hay que preparar a las instituciones e, inclusive, a la cultura empresarial. Además, hay 
que informar el mecanismo para que comience a funcionar. Esto ha sido lento y hay instituciones 
beneficiarias que todavía no han podido ponerlo en marcha. Entonces, puede ser que en breve este límite 
quede muy pequeño y que eso desestimule un sistema que, a mi juicio, funciona. 


Por otra parte, creo que el último artículo de los tres que se nos proponen no incorpora demasiadas novedades 
en los hechos, porque todo lo que exige para que se pueda cumplir con los requisitos ya está en marcha por la 
vía de la reglamentación. De todos modos, pienso que está bien que esté previsto en la ley, que se 
transparente y que la exigencia sea para todos, para que la sociedad, a través de nosotros, sepa que lo que 
destina a estos fines se utiliza correctamente. 


Precisamente, la mejor salvaguarda del sistema es que funcione bien, y yo creo que, hasta ahora, no ha 
habido una sola queja al respecto, hacia dónde van los recursos y la bondad de aplicarlos de esta manera. Por 
eso, está bien que la ley fije un marco exigente de cómo controlar su aplicación. En cierto momento, se aplicó 
un sistema parecido y se derogó por los abusos que hubo, y eso fue malo para todos: para el sistema en 
general, y para los que lo usaban bien. Terminó derogándose para todos. Así que me parece bueno que haya 
sistemas de control por este camino y que esté consagrado en la ley. 


SEÑOR GRÚNBERG.- Quisiera dar respuesta ordenadamente a algunas de las consultas que han 
hecho los señores legisladores. 


En lo formal, aún no nos hemos reunido con el equipo económico. Esta es la primera reunión formal que 
tenemos. Se nos dijo que, teniendo en cuenta los tiempos, lo más importante era acudir rápidamente a esta 
Comisión. Sin perjuicio de esto, tomaremos contacto con el equipo económico. Gracias a lo que hemos 
escuchado hoy -y, supongo, a lo que leeremos de la versión taquigráfica de la sesión de ayer-, entendemos 
que en el Ministerio hay un buen espíritu en lo que respecta al régimen de donaciones. 


Con relación a los antecedentes que se nos solicitan en cuanto a mecanismos alternativos de acotamiento, 
debo decir que, además de que hay mucha legislación comparada, podemos considerar cómo ha funcionado 


este régimen hasta ahora, es decir, con una limitación en la fuente del 5% de la renta neta fiscal. Hay que 
entender que este régimen que tiene estrictas limitaciones; no cualquier empresa puede donar cualquier cosa. 
Por un lado, la empresa tiene un copago, es decir, que la devolución impositiva no afecta el 100% de lo 
invertido. Toda empresa se compromete porque está poniendo dinero en efectivo; no recibe el total de vuelta. 
Esto hace que las empresas no estén apoyando proyectos que no juzguen importantes para su zona de 
influencia, para la tecnología con la que se manejan, etcétera. Por otro lado, esto también tiene un efecto 
importante y es que, a medida que las empresas quieren donar, necesitan que sus libros estén en regla, lo que 
contribuye a una formalización de la economía a nivel corporativo que para todos los observadores de la 
economía nacional -como lo son ustedes- significa un cambio positivo en el país en los últimos años. Es decir 
que este es otro mecanismo que coadyuva a que las empresas tengan un incentivo para tener sus libros en 
regla y demás. 


Hasta ahora, las empresas tienen algunas limitaciones. Solo pueden donar las que tienen ganancia, o sea, 
renta neta fiscal, lo que ya excluye a muchas; y, además, solo pueden donar hasta el 5%. Entonces, bastaría 
con establecer un tope que en lugar del 5% fuera, por ejemplo, del 3,5% o del 4%. En ese caso, el resultado 
sería el mismo, o quizás, más exigente que el actual, con la ventaja de que no involucraría al Parlamento ni al 
Ministerio en un arbitraje entre instituciones que sería muy difícil, porque ¿cómo se compara una donación a 
Porsaleu y la Universidad ORT? ¿Cómo se compara una donación a la Teletón con el Liceo Jubilar? Es muy 
difícil. Son situaciones humanas distintas, que es muy difícil comparar, lo que introduce dilemas morales casi 
irresolubles. Entonces, al limitar en la fuente, se evita tener que arbitrar todo esto, y los efectos económicos 
son los mismos, o aún más exigentes, porque, además, automáticamente, quedan ligados al funcionamiento 
de la economía, se transforman en cíclicos en el sentido de que si las empresas tienen menos para donar, van 
a donar menos, cuando Uruguay necesita recaudar más. 


Por otra parte, cabe mencionar que, cuando se está discutiendo un tope o una modificación como esta, por 
más que el espíritu sea positivo para el equipo económico, siempre tenemos que tener en cuenta los efectos. 
Una cosa es la voluntad o el espíritu, y otra, los efectos reales de los cambios que se introducen. Un cambio 
de este tipo, a la larga, en lugar de agregar transparencia, se la puede llegar a quitar, porque va a introducir un 
sistema dificilísimo de arbitraje de elección entre instituciones. 


Asimismo, queremos señalar que este sistema de donaciones esta en una etapa muy embrionaria de la cultura 
nacional. Entonces, es diferente introducir un cambio después de veinte años, cuando ya hubo una chance 
real de desarrollar la cultura filantrópica en el Uruguay. Yo nunca había ido a pedir donaciones. Es más: en 
varias Administraciones -inclusive, en la actual y en la anterior- tuve muchas conversaciones muy 
interesantes con miembros del Gobierno y con legisladores, y muchos eran escépticos en cuanto a que los 
empresarios tuvieran una agenda de bien público, que fueran sensibles al bien público 


Mucha gente piensa que el empresariado uruguayo es un poco primitivo en el sentido de que no tiene una 
noción del bien público, que es buscador de rentas, de protección, que en general no tiene mucho interés en 
pagar impuestos y que no tiene una visión más allá de sus propias ganancias. Esa es una figura que existe. 
Este sistema permitió probar en la realidad que era cierto. Y se pudo ver que hay muchos empresarios que 
piensan así, pero que hay otros que piensan diferente, que tienen una agenda de bien público y que ven que 
invertir en el largo plazo en la educación uruguaya va a beneficiar a todos. 


Este mecanismo ha permitido comenzar un proceso de socialización y de culturización de empresas y 
empresarios en esta dirección, pero es muy embrionario. Fíjense que $ 100:000.000 son US$ 5:000.000, el 
0,3% del presupuesto educativo del Uruguay; está cerca del 0%. Esto es una gota en el mar. Entonces, hoy en 


día, estamos hablando de un gasto público del 0,3% del gasto público nacional, que debe rondar en los 
US$ 1.500:000.000. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GRÚNBERG.-- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero agregar que, además, ese 0,3% no está dedicado totalmente a la 
educación, sino solo una parte. Otra parte de los beneficiarios tienen que ver con la salud o con otras 


áreas. O sea que es menos aún. 


SEÑOR GRÚUNBERG.- Agradezco la precisión. Es muy acertada. Si de los $ 100:000.000 tomamos solo 
la parte correspondiente a universidades, el porcentaje debe ser del 0,1%. 


Pero, más allá de los números -que el equipo económico maneja mucho mejor que nosotros-, el punto en el 
que estamos haciendo hincapié acá es que esto está en una etapa muy embrionaria y, teniendo en cuenta que 
está cerca del 0% del gasto público en educación, sería más razonable introducirle cambios dentro de algunos 
años. Si más adelante la cultura filantrópica del Uruguay cambia totalmente y nos encontramos con un 
movimiento filantrópico de empresas, cooperativas, filántropos individuales, y en el tablero de indicadores 
del Ministerio de Economía y Finanzas empieza a aparecer una cifra que es realmente más importante, que 
supera el 1%, el 2% o el 3% del gasto público nacional en educación, entonces, ahí sí sería razonable 
introducir una modificación. Pero ahora, estaríamos introduciendo cambios en algo que es un embrión, por lo 
que estaríamos corriendo el riesgo de afectarlo negativamente ahora, evitando que produzca los efectos 
deseados en el largo plazo, que son desarrollar la cultura filantrópica nacional y ayudar a que las 
universidades cumplamos los fines que por ley tenemos que cumplir, que son hacer investigaciones y brindar 
oportunidades educativas a los que hoy en día no pueden pagar los aranceles que razonablemente tienen que 
cobrar las instituciones privadas que no tienen subsidios públicos. 


SEÑOR BREZZO.- Quiero recapitular algunas cosas que se han dicho y en las que estamos todos de 
acuerdo. 


Para empezar, respecto al mecanismo en sí de las donaciones, estamos todos de acuerdo e, inclusive, la 
propuesta del Ministerio reafirma que es sano y positivo. Además, ha dado resultados muy buenos porque se 
está destinando al desarrollo de programas de becas, de investigación. Entonces, se está cumpliendo con lo 
que estaba pensado originalmente en el sentido de que se pudieran canalizar donaciones para actividades que 
redundaran en beneficio de la equidad educativa y de acercamiento del sector productivo y universitario para 
el desarrollo de la innovación en el país. Es decir que también eso es positivo. Por otro lado, no ha habido 
planteo en el sentido de que haya habido algún desvío o mala aplicación del mecanismo, lo que también es 
muy positivo. 


El planteo que se ha realizado de fijar un tope se apoya fundamentalmente en el concepto de la buena 
administración tributaria, lo cual es correcto. Pero creo que el análisis tendríamos que pensarlo no tanto desde 
el punto de vista de la administración tributaria sino de la eficiencia del mecanismo que hemos creado. Todos 
estamos de acuerdo en que el mecanismo es muy bueno, que está empezando a funcionar y que está dando 
muy buenos resultados. Pero esta propuesta no apunta a hacerlo más eficiente y eficaz, sino a una mejor 
administración tributaria. Y es posible que las consecuencias de la fijación de este tope no sean las mejores 
para continuar desarrollando este mecanismo y para hacerlo más eficiente. Esto puede ser por muchas 
razones. Una de ellas es que el sistema es muy rígido y no tiene la flexibilidad que debería tener por la 
marcha normal en toda coyuntura económica del funcionamiento de la economía del país y de las realidades. 
Otra es que la administración que se haga de él puede plantear problemas. Inclusive, se ha planteado la 
hipótesis de qué ocurriría si una institución sola, al principio del año, planteara un proyecto que se apropiara 
de la totalidad del fondo disponible. 


Entonces, sin alejarnos de los principios de buena administración tributaria, que todos compartimos, 
deberíamos intentar flexibilizar el mecanismo de forma tal que, manteniendo la administración tributaria 
correcta, no perjudique el logro de los objetivos del mecanismo. Esto podría estar dado ya sea manteniendo 
hoy el sistema de que los topes —que estamos de acuerdo en que sí existan- sean manejados por el Ministerio 
de Economía y Finanzas o, si se entiende que es indispensable que estén a nivel parlamentario, darles más 
flexibilidad, estableciendo límites superiores e inferiores o alguna posibilidad de un porcentaje de ajuste que 
pueda manejar la Administración, a fin de que no sea tan rígido y no plantee los problemas actuales. 


Se debe tener en cuenta que todos estos proyectos, tanto los de becas como los de investigación, exceden un 
período anual. Entonces, uno debe tener certeza hacia el futuro de que puede contar con la continuidad de 
esos fondos. Tal como está planteado el mecanismo, se pueden generar dudas que impidan el desarrollo de 
programas más ambiciosos hacia el futuro, como muchos de nosotros podemos plantear. 


Esto es en cuanto al concepto general de los topes. Creo que deberíamos buscar alguna forma de 
flexibilizarlos para que no pongan en peligro el logro del objetivo compartido por todos de este mecanismo, 
que ha sido excelente. La prueba está que ahora se está tratando de ampliar a otros ámbitos de la sociedad. 


Por último, quiero referirme a los topes individuales. Este sí creo que es claramente inconveniente. Supongo 
que se hace con el afán de evitar que unas pocas instituciones tomen la totalidad y que todas puedan tener 
algo. Creo que, desde el punto de vista de la buena administración del sistema, no es bueno porque, ¿en base 
a qué se fijarían topes individuales? ¿A antecedentes? ¿A dimensiones? A lo mejor, porque a una institución 
le tocó algo, le estamos dando fondos que no son tan buenos desde el punto de vista de la sociedad en 
conjunto, como a otra institución que tiene un tope y plantea un proyecto muy bueno. Entonces, si se quiere 
fijar topes, se deberían hacer no tanto por institución sino por tipo de actividad; por ejemplo, para fondos de 
becas, tal porcentaje; para proyecto de investigación, tal porcentaje. Si se fijara por institución, la 
congelaríamos en base a un antecedente determinado o a un criterio que se determinaría, que no está claro. Es 
mejor hacerlo en base al tipo de actividades que quiere promover el Gobierno y la sociedad toda. 


Estos son los conceptos que quería aportar que creo que permitiría mejorar el sistema propuesto. 


SEÑOR PÉREZ DEL CASTILLO.- Quiero decir algunas palabras breves acerca del sistema de 
educación superior nacional. Este artículo del proyecto de ley de Rendición de Cuentas es un 
componente más dentro de una arquitectura y de un edificio mucho mayor. Hace veinte años que las 
universidades no estatales vienen caminando un recorrido que procura servir al país. Pongo énfasis en 
no estatales porque, en el fondo, nos sentimos todos -las cuatro que estamos acá y, quizás, el CLAEH- 
creando un aporte al bien público, al bien común. Nos sentimos en la línea de lo que ustedes han estado 
considerando recientemente en este Parlamento en cuanto a la participación pública privada. Nos 
sentimos en la línea de una correcta articulación entre la sociedad civil y el Estado. 


Este ladrillo de la ley de donaciones, que proviene de la Ley_N? 18.083 de la reforma tributaria, sin dudas, fue 
muy bien recibido y está empezando a ser utilizado por nuestras universidades no estatales. Pero todavía está 
como fruto poco maduro; todavía está empezando a crearse una conciencia filantrópica de responsabilidad 
social dentro de las empresas, porque ellas siguen teniendo que poner parte de dinero cada vez que hacen una 
donación para un Instituto de Educación Superior. De manera que, creemos que es un crimen modificar este 
régimen que está empezando a funcionar bien. Se habla de 2006, pero en realidad todavía estamos hablando 
de cifras muy pequeñas. En el comparativo internacional, todas las universidades no estatales 


—Anclusive, las estatales-, las claramente sin fondos públicos que las financien, reciben muchísimas 
donaciones y buena parte de su financiamiento es producto de este tipo de mecanismo como el que tenemos 
acá. De manera que es esclarecido por parte del Gobierno anterior, haber incluido en una ley de reforma 
tributaria muy poco popular, en que se ponía en el bolsillo del contribuyente un peso de plomo gravoso —los 
que somos profesionales lo hemos sentido así—... 


(Interrupción del señor Representante Groba) 


———Me tocó explicarles a algunos trabajadores, con niveles de retribución relativamente altos, que el IRPF 
era algo que existía en todos los países, que es el Impuesto a la Renta Categoría Il. 


Vuelvo al tema. 


Lo que quería decir es que, por un lado, se carga al contribuyente pero, por otro, se le da a la empresa 
contribuyente -hay una carencia allí y no aparece la persona física individual contribuyente, sobre todo esos 
individuos que tienen un capital importante, que están gravados y si tendrán capital que, aún con una alícuota 
de renta de capital bajo, igual tienen para hacer donaciones; deberían estar incluidos; pero ese es otro tema- la 
potestad de asignar recursos y muchas veces tienen más puntería que la asignación que pueda hacer el 
Gobierno Central. 


El régimen actual de la Ley N* 18.083 ya prevé la posibilidad de que el Poder Ejecutivo establezca límites a 
los montos globales. El artículo 78 dice: "El Poder Ejecutivo establecerá los límites aplicables tanto en lo que 
respecta a los montos globales donados, como a las donaciones efectuadas individualmente". Esto lo hizo el 
Poder Ejecutivo al establecer en el Decreto N* 496, de 2007, que no se podría traspasar por parte de cada 


donante, es decir, por cada empresa que quería hacer donaciones en este sistema, el 5% de la renta fiscal del 
ejercicio anterior. Además, el Poder Ejecutivo reglamentó la ley mediante el Decreto N* 150 y estableció la 
obligación de presentar proyectos que podían recibir donaciones. A su vez, la Contaduría General de la 
Nación hizo instructivos internos. Es un mecanismo aceitado y, de alguna forma, es un crimen perjudicar una 
criatura que está naciendo, que está en la línea de la responsabilidad social corporativa, de la creación de esa 
mentalidad del uruguayo pudiente que necesitamos o de las empresas con renta que necesitamos, que no solo 
sean pedigiúeñas sino también donantes y contribuyan. 


En definitiva, la propuesta oficial del Consejo de Rectores es eliminar del proyecto el artículo 254 —que 
contiene la nueva redacción del artículo 78-, de forma tal que el Poder Ejecutivo va a seguir con la 
responsabilidad de aprobar proyectos a los cuales se les puede donar, de controlar bien como lo ha venido 
haciendo. No se ha escuchado hablar —porque, en definitiva, no ha existido- de ningún abuso, de ninguna 
exageración, de ninguna cosa que huela mal. Pienso que también es importante que el Poder Ejecutivo tenga 
la capacidad de tirar o de aflojar, de acuerdo con la coyuntura concreta macroeconómica en la que esté, y no 
"rigidizar” con montos, menos que menos con la enorme dificultad que puede tener el Parlamento para 
arbitrar entre los distintos donantes. 


Creemos que un tope al donante está bien y hoy existe la posibilidad de ponerlo. Una empresa no puede 
decidir que todo tipo de impuesto lo va a hacer efectivo en donaciones. Comprendemos y compartimos la 
necesidad de que haya equilibrio macroeconómico. 


Para terminar, queremos subrayar lo siguiente. En el caso de la Universidad a que pertenezco, el 70% de lo 
que recibimos en el año 2010 lo dedicamos a fondos para becas. Eso nos resulta fundamental porque 
queremos hacer lo que se hace en otros países: que quien tenga mejor escolaridad y, por consiguiente, más 
dotes naturales, pueda recibir educación de jerarquía, una educación que nosotros consideramos mejor en 
virtud de que para eso estamos. La intención es dar oportunidades a todos, aun cuando no puedan pagar la 
matrícula. Pero hay un subproducto respecto de esto, y es que aquellos que pueden pagar la matrícula 
comprenden que no están en una burbujita y conviven con otros que no pueden pagar la matrícula pero, de 
repente, son más listos que ellos. Y esos otros son tan uruguayos como los de la burbujita que pueden pagar 
la matrícula. Esto no lo digo en forma demagógica sino porque lo veo claro todos los años, y puedo dar aquí 
nombres y apellidos concretos de chicos que provienen de un liceo público, de un pueblo pequeño del interior 
—de esos que ni siquiera el INE considera porque tienen menos de 5.000 habitantes-, y pueden entrar a 
trabajar en una institución financiera de primer nivel, que es el sueño del pibe para muchos. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar alguna constancia que debí dejar ayer pero por lo extenso de la 
reunión con el señor Ministro, me olvidé. 


En primer lugar, el Anexo XV —uno de los tantos Anexos— se refiere a las donaciones especiales y solo 
tenemos lo relativo a las universidades privadas. El Decreto N* 150, de 2007, en su capítulo relativo a 
donaciones especiales establece el procedimiento en el artículo 67, estipulando la obligación de todas las 
organizaciones que reciben de rendir cuentas. El Poder Ejecutivo nos mandó solo lo de las universidades. 
Ayer debí haber preguntado al señor Ministro si era porque los demás no recibieron, porque no enviaron 
rendiciones de cuentas o porque habiéndolo hecho no nos llegó. Me gustaría conocer en particular la 
rendición de cuentas de las fundaciones de la Universidad de la República, porque hemos inventado eso de 
las fundaciones, que reciben una cantidad de fondos públicos y no tenemos ninguna manera de controlarlas. 
Como que hemos privatizado una parte de la gestión de la Universidad de la República a través de las 
fundaciones, donde hay gente que tiene doble empleo público, que recibe salarios por encima de los topes -ya 
lo hemos hablado-, y hace cosas muy buenas, pero dentro de otro marco de derecho. Acá no hay rendición de 
cuentas y están dentro de los beneficiarios, al igual que otras instituciones. 


Tenemos la rendición de cuentas de las otras universidades -que son las que están acá representadas y otras-, 
y si sumamos todo lo que recibieron en el año 2010, nos da a "grosso modo" $ 22:500.000. Quizás la cifra 
que nos dio ayer el señor Ministro —que no la tenía muy segura; habló de un rango de entre $ 30:000.000 y 

$ 40:000- sea el total y la mitad o un poco más corresponda a las universidades privadas o, tal vez, no tiene la 
cifra actualizada. 


Quería dejar esta constancia porque me gustaría que el Ministerio nos aclarara si las demás instituciones no 
hicieron rendición de cuentas, si no utilizaron el sistema —aunque supongo que sí lo hicieron- o si no la 


hicieron pero no se nos remitió. La obligación que surge del decreto es para todas las instituciones no solo 
para las universidades —que en otros artículos tienen obligaciones propias-, pero no recibimos las 
rendiciones de cuentas correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ha recibido el planteamiento en forma clara. Por un lado, 
tenemos la propuesta que viene en el proyecto de Rendición de Cuentas y, por otro, las consideraciones 
expresadas, y seguramente podrán surgir otras en el debate que daremos a este respecto. 


Agradecemos la presencia de los señores Rectores. Por supuesto, la preocupación de este Parlamento es 
seguir avanzando en la aplicación de herramientas de reciente creación, porque ha habido voluntad política 
de llevarlas adelante. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 9) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


